
P O N E N C I A S

nadora de ponentes, ya que por las razones susten-
tadas en este escrito, solicitamos se archiven estos 
proyectos.

I. Trámite
El Proyecto de ley número 198 de 2013, fue ra-

dicado en la Secretaría General del Senado de la 
República el 1° de febrero de 2013. En la Comi-
sión Primera del Senado de la República fue ra-
dicado el 22 de febrero de 2013 y publicado en la 
Gaceta del Congreso número 32 de 2013.

El Proyecto de ley número 201 de 2013, fue ra-
dicado en la Secretaría General del Senado de la 
República el 25 de febrero de 2013. En la Comi-
sión Primera el 7 de marzo de 20131.

Ambos proyectos corresponden a iniciativa 
parlamentaria, presentada por el honorable Sena-
dor Édgar Espíndola Niño.

Los proyectos fueron acumulados el 9 de abril 
de 2013 y fueron designados como ponentes los 
honorables Senadores Doris Clemencia Vega 
(coordinadora), Juan Fernando Cristo, Juan Ma-
nuel Corzo, Carlos Enrique Soto, Jhon Sudarsky y 
Luis Carlos Avellaneda.

Se solicitó al Presidente del Senado de la Re-
pública, el honorable Senador Roy Leonardo Ba-
rreras Montealegre, se acumularan las iniciativas 
legislativas que cursan en la Comisión Primera del 
Senado de la República, Proyectos de ley número 
198 de 2013 y al proyecto de ley número 201 de 
2013, con la que actualmente cursa en la Cámara 
de Representantes, Proyecto de ley número 256 
de 2013, por medio del cual se reforman algunos 
artículos de la Ley 65 de 1993 y se dictan otras 
disposiciones, por versar su tema principal en el 

de radicación de proyectos.
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INFORME DE PONENCIA PARA 
PRIMER DEBATE AL PROYECTO DE LEY 

NÚMERO 198 DE 2013 SENADO
por medio de la cual se crea el sistema inte-

gral de salud penitenciaria y se dictan otras 
disposiciones.

Y AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 201 
DE 2013 SENADO

mediante el cual se expide el nuevo código 
penitenciario y carcelario y se dictan otras dispo-

siciones.
Bogotá D. C., mayo de 2013
Doctora
KARIME MOTA 
Presidenta Comisión Primera 
Senado de la República
Referencia: Informe de ponencia para primer 

debate al Proyectos de ley número 198 de 2013 
Senado, por medio del cual se crea el sistema in-
tegral de salud penitenciaria y se dictan otras dis-
posiciones, y al proyecto de ley número 201 de 
2013 Senado, mediante la cual se expide el nuevo 
código penitenciario y carcelario y se dictan otras 
disposiciones.

Honorable Senadora:

sentar nuestra ponencia negativa, y la solicitud de 
archivo de los proyectos de ley en mención, acom-
pañado de consideraciones jurídicas, y la imperti-
nencia de continuar con el trámite de los proyectos 
de la referencia.

Este informe lo realizamos en cumplimiento de 
la designación por la Mesa Directiva de la Comi-
sión Primera, en el marco de la Ley 5ª de 1992 y 
apartándonos de la ponencia que realiza la coordi-
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Sistema Penitenciario y Carcelario. Esta solici-
tud fue suscrita por la Senadora Doris Clemencia 
Vega quien es coordinadora de ponentes, el Sena-
dor Carlos Enrique Soto y el Senador Luis Carlos 
Avellaneda2. 

Por lo anterior, actuando en el marco del Regla-
mento del Congreso en especial con los artículos 
147, 150, 153 y 156, damos paso a la presentación 
de la ponencia negativa y proposición de archivo.

II. Objeto de los proyectos
El Proyecto de ley número 198 de 2013, tiene 

por objeto implementar un sistema de salud para 
los reclusos en el país.

El Proyecto de ley número 201 de 2013, tiene 
por objeto expedir un nuevo código penitenciario 
y carcelario.

III. Consideraciones Generales
Sobre los proyectos de ley acumulados para pri-

mer debate en la Comisión Primera del Senado, 
queremos manifestar lo siguiente:

Primero. Compartimos plenamente la inten-
ción de generar cambios en el sistema penitencia-
rio y carcelario en Colombia, ya que es uno de los 
temas de mayor preocupación en el ámbito nacio-
nal, que ha generado en el seno del Congreso y 
en especial de la Comisión Primera del Senado, 
discusiones profundas en debates de control polí-
tico. Sin embargo se solicita el archivo de estos 
proyectos, teniendo en cuenta que en la Cámara de 
Representantes actualmente se está adelantando el 
segundo debate de un proyecto de ley que versa 
sobre la misma temática: Proyecto de ley número 
256 de 2013, por medio del cual se reforman al-
gunos artículos de la Ley 65 de 1993 y se dictan 
otras disposiciones. Por lo tanto continuar con el 
trámite de los proyectos de la referencia genera-
ría un desgaste legislativo, al tenerse que estudiar 
tres propuestas sobre el mismo tema en distintas 
cámaras. Además es deber de nosotros los legis-
ladores, prever que este tipo de proyectos pueden 
terminar siendo leyes, que se pueden contradecir 
corriendo el riesgo de no saber cómo aplicarlas; la 
productividad del Congreso, no debe ser medida 
por la cantidad de normas que expidamos, sino por 
la coherencia entre ellas, la relevancia social y la 
posibilidad de implementación. 

Segundo. Es importante recordar que en la Co-
misión Primera de Senado, actualmente se está 
realizando el trámite del Proyecto de ley número 
48 de 2012 Senado, por medio de la cual se regu-
la el derecho fundamental a la salud y se dictan 
otras disposiciones, acumulado con el Proyecto de 
ley número 059 de 2012 Cámara, Proyecto de ley 
número 105 de 2012 Senado, Proyecto de ley nú-
mero 112 de 2012. Además se tramita el proyecto 
de ley Estatutaria número 209 de 2013 Senado, el 
cual tiene mensaje de urgencia del Gobierno Na-

2  Solicitud anexa.

cional. Es importante y prudente, regular primero 
el derecho fundamental a la salud, para generar 
sistemas especiales coherentes con esta ley estatu-
taria, como lo sería el régimen de salud penitencia-
ria.  

IV. Proposición
Con fundamento en las razones de inconve-

niencia expuestas, nos permitimos rendir Ponen-
cia Negativa y en consecuencia solicitarle a la Co-
misión Primera del Senado ordenar el archivo del 
Proyecto de ley número 198 de 2013 y el número 
201 de 2013, acumulados mediante Acta MD-20.

De los Senadores Ponentes,
Luis Carlos Avellaneda Tarazona, Juan Manuel 

Corzo Román, Carlos Enrique Soto.
* * * 

INFORME DE PONENCIA PARA PRI-
MER DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚ-
MERO 257 DE 2013 CÁMARA, 260 DE 2013 

SENADO
mediante la cual se reviste al Presidente de la 

República de precisas facultades extraordinarias 
en aplicación del numeral 10 del artículo 150 de 

la Constitución Política.
Bogotá D C, mayo 29 de 2013 
Doctora 
KARIME MOTA 
Presidente Comisión Primera Constitucional 
Honorable Senado de la República 
Referencia: Informe de ponencia para primer 

debate al Proyecto de ley número 257 de 2013 Cá-
mara, 260 de 2013 Senado. 

Respetada doctora
Cumpliendo la honrosa designación encomen-

dada por la Mesa Directiva de la Comisión Prime-
ra Constitucional y de acuerdo a lo previsto en los 
artículos 156, 157 y 158 de la Ley 5ª de 1992, nos 
permitimos rendir informe de ponencia positiva 
para primer debate al Proyecto de ley número 
257 de 2013 Cámara, 260 de 2013 Senado, me-
diante la cual se reviste al Presidente de la Re-
pública de precisas facultades extraordinarias en 
aplicación del numeral 10 del artículo 150 de la 
Constitución Política. 

Atentamente, 
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TRÁMITE DEL PROYECTO
Origen: Gubernamental 

Autores: Ministro del Interior, doctor Fernan-
do Carrillo Flórez.
Defensor del Pueblo, doctor Jorge 
Armando Otálora Gómez. 

Publicado en la Gaceta del Congreso número 
117 de 2013. 

Primer debate: Publicada en la Gaceta del Con-
greso número 227 de 2013. 

Ponencia segundo debate: Gaceta del Congre-
so número 261 de 2013 

ANTECEDENTES DEL PROYECTO
El presente proyecto de ley fue presentado por 

el Ministro del Interior, doctor Fernando Carrillo 
Flórez, y el Defensor del Pueblo, doctor Jorge Ar-
mando Otálora, aprobado en primer debate en la 
Comisión Primera de la Cámara de Representantes 
el día 29 de abril del presente año, coordinado por 
los honorables Representantes Heriberto Sanabria 
Astudillo y la doctora Victoria Eugenia Vargas Vi-
ves, según consta en el Acta número 42 de la Co-
misión. Durante la discusión y aprobación en la 
Comisión Primera se adiciona un artículo nuevo, 
el cual crea una Comisión de seguimiento al uso de 
las facultades conferidas en esta ley, integrada por 
dos (2) Representantes y dos (2) Senadores de las 
Comisiones Primeras Constitucionales del Con-
greso de la República, designados por las Mesas 
Directivas de las mismas. 

Fue anunciado para Segundo Debate el día 8 
de mayo en la Plenaria de la Cámara y aprobado 
el 14 de mayo con 108 votos a favor por la misma. 
El proyecto hace tránsito a la Comisión Primera 
del honorable Senado de la República sin ninguna 

Durante el estudio de la iniciativa los Repre-
sentantes a la Cámara Coordinadores Ponentes y 
el grupo de Ponentes tuvieron a bien solicitar a la 
Mesa Directiva de la Comisión Primera de la Cá-
mara de Representantes la realización de una Au-

-
tiva Gubernamental. 

En tal sentido, esta Audiencia Pública se llevó a 
cabo el día lunes 22 de abril a las 3:00 p. m. en el 
recinto de esta célula legislativa, la cual fue presi-
dida por el honorable Representante Jorge Enrique 
Rozo Rodríguez, con la asistencia del honorable 
Representante Alfredo Bocanegra Varón, Germán 
Navas Talero y Rubén Darío Rodríguez Góngora. 

Por del Gobierno Nacional, asistió el doctor 
Carlos Eduardo Gechem Sarmiento, Viceminis-
tro de Relaciones Polícas del Ministerio del In-
terior. Como asistentes el doctor Alfonso Cajiao, 
Defensor del Pueblo Encargado; Esiquio Manuel 
Sánchez Herrera, Director Nacional Defensoría 
Pública; Martha Cecilia Reina Gómez, Presiden-
ta de ASDEP; María Eugenia Cruz, Representan-

Duque, Colegio Nacional de Defensores Públicos; 
Claudia Ospina y Nini Johana González, mujeres 

-
ra, Presidente del Colegio de Defensores Públicos 
de Bogotá. 

En términos generales todos expresaron con di-
ferentes argumentos la necesidad de fortalecer la 
capacidad institucional de la Defensoría del Pue-
blo, los retos que afronta el país para dar respuesta 
a las graves problemáticas en Derechos Humanos, 
para atender las exigencias de los modelos de jus-
ticia transicional que se han venido implementan-
do en el país, de mandatos legales, de decisiones 
gubernamentales en favor del reconocimiento del 
derecho de las víctimas, del cumplimiento de me-
didas cautelares, de fallos internacionales que hoy 
desbordan la capacidad de la Defensoría y su mar-
gen de maniobra. Maniobra que se ve afectada por 

sistema de información visión web, por el cumulo 
de procesos penales, por la atención a los usuarios 
en las URIS, entre otros. 

Estas situaciones expresadas por los asistentes, 
dibuja la situación urgente por la cual la Defenso-
ría del Pueblo, necesita estar acorde a la realidad 
del país, tanto en materia de recurso humano y en 

entidad. 
En su intervención el honorable Representante 

Germán Navas Talero, expreso la necesidad que 
tiene la Defensoría de buscar una evolución y rees-
tructuración acorde a los tiempos que vive el país, 
pero, lamento que esa potestad no se le abrogue 
al Congreso de la República y que en cambio se 
le entregue al Gobierno Nacional, mediante este 
proyecto de Facultades. 

De otra parte el honorable Representante Alfre-
do Bocanegra, como Vocero del Partido Conserva-
dor Colombiano, consideró oportuno este proyecto 

sea quien dote de los instrumentos y herramientas 
necesarias a la Defensoría del Pueblo y puedan de-
sarrollar de manera idónea los cambios necesarios 
que lleven a la entidad y este a la altura de las ac-
tuales demandas de la Nación. El Representante 
Bocanegra propone al señor Defensor del Pueblo 
que en la reestructuración incluya la creación de la 

como medio de prevención para acompañar el lo-
gro de la atención en salud. 

ESTRUCTURA DEL PROYECTO
El proyecto se compone de tres (3) artículos, in-

cluyendo la vigencia. Se establece en el articulado 
y, en concordancia con el numeral 10 del artículo 
150 de la Constitución Política, revestir al señor 
Presidente de la República de facultades extraor-
dinarias por un periodo de seis (6) meses, para 

del Pueblo, su régimen de competencias interno, 
normas para su organización, funcionamiento de 
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la entidad, determinación del sistema de nomen-

suprimir funciones que no corresponden a la natu-
raleza y objeto de la Defensoría del Pueblo. 

LA DEFENSORÍA DEL PUEBLO HOY
Durante los últimos 20 años la Defensoría del 

Pueblo de Colombia, creada en la expedición de la 
Constitución de 1991 ha velado por la promoción, 
el ejercicio y la divulgación de los Derechos Hu-
manos, y la defensa indiscutida del DIH. Cuatro 
(4) Defensores: Jaime Córdoba Triviño, José Fer-
nando Castro Caycedo, Eduardo Cifuentes Muñoz, 
Vólmar Pérez Ortiz, trabajaron diligentemente y 

la Defensoría como una Entidad reconocida en el 
ámbito Nacional e Internacional, por su papel pro-
tagónico en el impulso del cumplimiento efectivo 
de los Derechos Humanos en Colombia. 1

Las funciones del Defensor del Pueblo están 
contempladas en la Constitución Política de Co-
lombia y la estructura orgánica de la Defensoría 
del Pueblo y las funciones de algunas de sus de-
pendencias están determinadas en los artículos 18, 
19 y 20 de la Ley 24 de 1992, de la siguiente ma-
nera: 

Artículo 18. La Defensoría del Pueblo, para el 
cumplimiento de sus funciones tendrá la siguiente 
organización: 

1. DESPACHO DEL DEFENSOR DEL PUE-
BLO 

1.1. Defensorías Delegadas. 
1.2. Veeduría. 
2. DIRECCIONES 
2.1. Dirección de Defensoría Pública. 
2.2. Dirección de Recursos y Acciones Judicia-

les. 
2.3. Dirección de Atención y Trámite de Que-

jas. 
2.4. Dirección de Promoción y Divulgación de 

Derechos Humanos. 
3. DEFENSORÍAS DEL PUEBLO REGIO-

NALES 
4. SECRETARÍA GENERAL.
4.1. Subdirección de Servicios Administrativos. 
4.2. Subdirección Financiera. 

Parágrafo. El Defensor del Pueblo desarrollará 
la Estructura de la Defensoría del Pueblo en lo no 
previsto en la ley, sin establecer a cargo del Tesoro 

para el respectivo servicio en la Ley de Apropia-
ciones. 

1  Encuentro Defensoría Iberoamericano. 

Artículo 19. El Gobierno Nacional establecerá 
la planta de personal de la Defensoría del Pueblo, 
teniendo en cuenta la nomenclatura contenida en 
esta ley y con sujeción a los programas, necesida-

de Apropiaciones.

artículo 11 del Decreto 384 de 2009. Establécese 
la siguiente nomenclatura de empleos de que trata 
el artículo 19 de la presente ley:
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PROPUESTA DE LA INICIATIVA 
La presente iniciativa pretende instaurar una 

entidad moderna, actual, efectiva, con capacidad 
para manejar con independencia sus relaciones 
con otros entes públicos y privados del Orden Na-
cional. 

Denotamos anteriormente la actual estructura 
de la entidad, ahora pasaremos a ver lo que se pre-
tende y se quiere llevar a cabo con este proyecto. 

1. Organizar la planta de personal de la De-

exigencias profesionales que permitan, armonizar, 
modernizar y equilibrar las funciones del Ministe-
rio Público. 

2. Contar con una Dirección para articular las 
relaciones internacionales de la Entidad. La De-
fensoría del Pueblo es la voz del país y su labor 
preventiva de denuncia o recomendación en Dere-
chos Humanos, Derecho Internacional Humanita-
rio debe trascender a los ámbitos internacionales. 
El incremento de mecanismos de cooperación in-
ternacional y la atención de colombianos en el ex-
terior en conjunto con el Ministerio de Relaciones 
Exteriores, llevando sus objetivos misionales más 
allá de las fronteras. 

3. Establecer nuevas dependencias directamen-
te adscritas al despacho del Defensor del Pueblo 
con funciones especiales, como: el Defensor Ad-
junto, que coadyuve con el quehacer institucional 
asignado al Defensor del Pueblo, que lo reemplace 
en sus ausencias temporales y fortalezca el apoyo 
de la magistratura moral y Asesoramiento al Des-
pacho; la Dirección de atención y tramite de que-
jas; la Unidad Nacional Permanente de Derechos 
Humanos; la Dirección de asuntos Internacionales 

-
-

nanciera, entre otros. 
4. Nivelar los cargos de nivel directivo, asesor 

y ejecutivo con la Procuraduría General de la Na-
ción. 

5. Recategorizar en un solo grado los cargos de 
Defensores Regionales. 

6. Reforzar los cargos, que en sus fases II y III 
fueron previamente aprobados para la implemen-
tación de la Ley de Víctimas 1448 y 1424 de Jus-
ticia Transicional. 

7. El traslado al Ministerio del Interior de la Ad-
ministración de los Recursos y pago de indemni-
zaciones contempladas en el artículo 70 de la Ley 
472 de 1998. 

JUSTIFICACIÓN DEL PROYECTO
La Defensoría del Pueblo en la actualidad cuen-

ta hoy con más de veinte (20) años de haber sido 
establecida, tiempo durante el cual las circunstan-
cias del país y sus necesidades han cambiado de 
manera muy importante, es imperativa la adecua-
ción de esta con la realidad y las necesidades ac-

tuales, para obtener mediante una nueva estructura 
-

nes determina la Constitución. 
Por las consideraciones expuestas se requiere 

-
ganizacional, que permita redireccionar la gestión, 
cumplir y materializar sus propósitos de contribuir 
al desarrollo, y efectivo cumplimiento de los dere-
chos humanos y del DIH, en atención al diagnósti-
co de país que permanentemente efectúa el mismo 
Estado, así como los diferentes organismos nacio-
nales e internacionales. Esta necesidad implica el 
promover todo un cambio de paradigma organiza-
cional en cuanto a la forma en que la institución 
concibe sus objetivos y las funciones establecidas 
por ley, que deberían incluir elementos como la 
reformulación de su misión, visión, objetivos y 
valores. 

De conformidad con lo descrito, los principales 
propósitos de un rediseño organizacional se guia-
rán sobre los siguientes criterios: 

a) Armonización y equilibrio entre instituciones 
que integran el Ministerio Público. La Defensoría 
del Pueblo, desde el momento de su creación ha 
tenido presiones sociales sobre su organización 
sin surtirse una real transformación de su estruc-
tura orgánica que corresponda con las exigencias 
actuales. En contraste, otras entidades del Estado 
como la misma Procuraduría General de la Nación 
o la Fiscalía General de la Nación, sí han podido 
ajustar y reorganizar sus estructuras atendiendo los 
nuevos requerimientos y retos. En esta ocasión, se 
pretende lograr que la institución no continúe en 
el rezago ya citado y se inicie un proceso de mo-
dernización y armonización similar al de la Procu-
raduría en el entendido de que ambas son respon-
sables de velar por la promoción, el ejercicio y la 
divulgación de los derechos humanos; 

sus metas y objetivos en atención a la demanda 
ciudadana de manera pronta y diligente. Se han de-

de las metas y objetivos en los tiempos que ideal-
mente deben cumplirse frente a las necesidades del 
ciudadano. Esta oportunidad de cambio, debe per-
mitir fortalecer los niveles de atención con altos 
estándares de cumplimiento;

c) Rigor de las investigaciones como insumo 
a la magistratura moral, el Defensor del Pueblo 

conmina a la autoridad civil o administrativa a 
que se respeten los derechos humanos y estos pro-
nunciamientos los realiza con base en las investi-
gaciones, que hace sobre derechos o poblaciones 
vulnerables o vulneradas. Dada la importancia que 
revisten esta clase de investigaciones, se hace ne-
cesario que sean realizadas por dependencias que 

d) Accesibilidad al servicio defensoría. Se debe 
procurar real acceso del ciudadano a la Defenso-
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ría del Pueblo. Las víctimas de violaciones, la po-
blación vulnerable y vulnerada están ubicadas en 
la mayoría de los casos, en el orden municipal y 
veredal lo que hace oneroso el acceso al servicio. 
En el nivel regional se deben cumplir varias tareas 
que suelen desbordar la capacidad de atención, 
afectando la prestación misma del servicio;

e) Articulación interna. Evaluaciones recientes 
en cuanto a este ítem, indican que los niveles de 
articulación de las dependencias del nivel central, 
representado en Direcciones Nacionales y Defen-
sorías Delegadas son débiles, suponiendo riesgo 
en el cumplimiento de los objetivos misionales e 
indebida gestión de los recursos existentes. Casos 
de baja ejecución y metas no cumplidas eviden-
cian este fenómeno; 

f) Incidencia Internacional. Los Derechos Hu-
manos son conquista del diálogo político de los 
estados que han conferido poder a los organismos 
internacionales en aras de avanzar en su desarro-
llo. La Defensoría del Pueblo es la voz del país 
en este ámbito y su labor preventiva, de denuncia 
o recomendación, debe trascender estos ámbitos. 
Hoy en día la Defensoría del Pueblo no tiene una 
estrategia en este sentido ni una dependencia que 
asuma esta responsabilidad. Es una urgencia insti-
tucional. 

La gestión de una entidad como esta, impone 
que el Despacho del Defensor del Pueblo cuen-
te con una dependencia que maneje la seguridad 
del Defensor y de las instalaciones de la Defenso-
ría; un asesor general de Comunicaciones del que 

comunicaciones internas y externas obedezcan a 
los lineamientos de la alta dirección; un Instituto 
de Estudios de Derechos Humanos que como ór-
gano de educación superior pueda otorgar títulos 
y en donde se formen en la excelencia académi-
ca los servidores públicos de la Defensoría y los 
particulares que quieran acceder al conocimiento 
especializado. Así mismo requiere contar con un 
Defensor Adjunto, que reemplace al Defensor del 
Pueblo en sus ausencias temporales y también para 
el fortalecimiento y apoyo de la magistratura mo-
ral y el asesoramiento al Defensor del Pueblo, que 
contará con una Unidad de Análisis e Investiga-
ciones Especiales capaz de realizar estudios sobre 
políticas de Estado o situaciones coyunturales que 
permitan la proyección de leyes, decretos y actos 
administrativos en el área misional e institucional, 
así como la formulación de políticas, planes y pro-
gramas, proyectos y acciones estratégicas, para el 
cumplimiento de la misión de la Entidad. 

Se plantea la ubicación de dependencias de 
atención al ciudadano, recepción y análisis de que-
jas en la Dirección de Atención y Trámite de Que-
jas, que permitirá mejorar la atención y suministrar 
insumos para el diagnóstico de problemas en la 
prestación de servicios que impacten los derechos 
humanos. Se crea, adjunta también a esta direc-
ción, la Unidad Nacional Permanente de Derechos 

Humanos, para la atención plena de personas las 
24 horas del día, que coordinará y controlará los 
turnos de atención permanente en las regionales 
que lo necesiten, para que la Defensoría del Pueblo 
responda de día y de noche a las solicitudes de la 
ciudadanía en materia de derechos humanos. 

Se crea una Dirección de Asuntos Internacio-
nales que a través de las unidades de Convenios 
Internacionales y de Atención a los Colombianos 
en el Exterior centralice y controle la ejecución de 
los recursos de cooperación internacional y pro-
mueva su incremento, así como la atención de los 
colombianos en el exterior, velando por el cumpli-
miento de sus objetivos misionales más allá de las 
fronteras. 

defensor comunitario, como un servidor público 
que extiende la acción de la Defensoría del Pueblo 
a las zonas más apartadas y complejas del país, zo-

presente de manera permanente entre las comuni-
dades desplazadas o con riesgo de desplazamiento 
forzado aun en zonas de frontera o zonas en donde 
se han asentado quienes han sido víctimas, con la 
consiguiente efectivización de recursos. 

En cuanto a las defensorías delegadas se propo-
ne, que en los diferentes ámbitos se encargarán de 
las funciones propias de los aspectos misionales 
y para atender las diversas manifestaciones de los 

-
das por el titular de la Defensoría del Pueblo sino 
que quedarán instituidas de forma permanente en 
la estructura de la entidad. 

También se contempla la creación de una Di-
rección Nacional Administrativa y Financiera que 
aglutine las funciones que cumple la Secretaría 
General, que desaparece, para dar paso a una des-
centralización administrativa en perfecta coordi-
nación con las regionales, al tener un coordinador 
administrativo que se entienda con los aspectos 
administrativos y de contratación de cada una de 
las regionales, que tendrán para este efecto un pro-
fesional especializado encargado de gestionar el 
presupuesto y solventar las necesidades adminis-

servicios. Esta Dirección Nacional Administrativa 
y Financiera tendrá a su cargo las subdirecciones 

-
cinas de planeación, jurídica, sistemas y estadís-
tica, de gestión del talento humano y de gestión 
contractual, como soporte administrativo general 
de la Defensoría. 

Finalmente, en cuanto al Fondo para la Defensa 
de los Derechos Colectivos e Intereses Colectivos 
creado por el artículo 70 de la Ley 472 de 1998, su 
administración y el pago de las indemnizaciones 
provenientes de las acciones de grupo, se propo-
ne trasladarlas al Ministerio del Interior, toda vez 
que la naturaleza de órgano de control asignado 
constitucionalmente a la Defensoría del Pueblo 
como ente encargado de la promoción, ejercicio y 
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divulgación de los derechos humanos, no se avie-
ne con el hecho de fungir como entidad pagadora 
que recibe el valor de la indemnización y procede 
a pagar con posterioridad las indemnizaciones a 

el fallo correspondiente. 
Una reforma a la estructura organizacional de 

la Defensoría del Pueblo, cuyo objeto es mejorar 

la gestión defensorial y elevar el nivel de inciden-
cia de sus pronunciamientos, se hace urgente para 
esta época, en la cual la sociedad exige progreso 
y cambios agresivos que ayuden a balancear sus 
necesidades. 

Entonces la modernidad a la que se quiere lle-
gar con esta iniciativa sería una noción más amplia 
de desarrollo y evolución, porque sus variaciones 
cuantitativas comprende también elementos cua-
litativos, queriendo llegar con esto a lograr una 
entidad mucho más competente y que impulse 
constantemente los Derechos Humanos de los ciu-
dadanos en un Estado Social de Derecho como el 
nuestro. 

El día 24 de abril fue anunciado para discusión 

Acta número 41. En sesión del día 29 de abril del 
año en curso, fue aprobado el proyecto de ley, con 
la propuesta de un artículo nuevo, tal como quedo 
registrado en el Acta número 42 del mismo día. 

El artículo 9° nace de una proposición suscri-
ta por los Coordinadores Ponentes de la Iniciati-
va, doctor Heriberto Sanabria Astudillo, doctora 
Victoria Eugenia Vargas Vives y por el honorable 
Representante Óscar Fernando Bravo Realpe, con 
el propósito de conformar una comisión de segui-
miento y acompañamiento en todo el proceso de 
restructuración y modernización de la Defensoría 
del Pueblo, dicha Comisión estará integrada por 
dos Representantes y dos Senadores de las Comi-
siones Primeras Constitucionales del Congreso de 
la República. 

TEXTO DEFINITIVO PARA PRIMER 
DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚME-

RO 257 DE 2013 CÁMARA, 260 DE 2013 SE-
NADO 

mediante la cual se reviste al Presidente de la 
República de precisas facultades extraordinarias 
en aplicación del numeral 10 del artículo 150 de 

la Constitución Política.
Artículo 1°. Facultades Extraordinarias. De 

conformidad con lo dispuesto en el numeral 10 del 
artículo 150 de la Constitución Política, revístese 
al Presidente de la República de precisas faculta-
des extraordinarias para que, en el término de seis 
(6) meses contados a partir de la fecha de publica-
ción de la presente ley, expida normas con fuerza 
de ley para: 

-
soría del Pueblo, así como su régimen de compe-
tencias interno, dictar normas para la organización 

y funcionamiento de la misma y suprimir funcio-
nes que no correspondan a la naturaleza de la en-
tidad;

b) Determinar el sistema de nomenclatura y cla-
-

ría del Pueblo. 
Parágrafo 1°. Las facultades de que trata el pre-

sente artículo se ejercerán con el propósito de ga-

dependencias de la Defensoría del Pueblo. 
Parágrafo 2°. Los cambios que se requieran en 

la planta de personal de la Defensoría del Pueblo, 
se efectuarán de conformidad con lo dispuesto en 
el artículo 19 de la Ley 24 de 1992. 

Artículo 2°. Crease una comisión de segui-
miento al uso de las facultades conferidas en esta 
ley, integrada por dos (2) Representantes y dos 
Senadores de las Comisiones Primeras Constitu-
cionales del Congreso de la República, designados 
por las Mesas Directivas de las mismas. 

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de a 
fecha de su promulgación. 

Proposición
Apruébese en primer debate el Proyecto de ley 

número 251 de 2013 Cámara, 260 de 2013 Sena-
do, mediante la cual se reviste al Presidente de la 
República de precisas facultades extraordinarias 
en aplicación del numeral 10 del artículo 150 de 
la Constitución Política, tal como fue aprobado en 
la plenaria de la honorable Cámara de Represen-
tantes. 

* * *
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PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE 
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 64 DE 

2012 SENADO 
por medio de la cual se dictan medidas para 

garantizar la seguridad alimentaria mediante la 
protección y conservación nacional de la tierra.

1. Extranjerización de la tierra 
Desde el año 2000, numerosos Estados y em-

presas privadas se han apropiado de una gran can-
tidad de tierras agrícolas en diferentes partes del 
mundo. Este fenómeno se conoce como acapara-
miento o extranjerización de tierras y es una de 
las principales amenazas para los países pobres. 
Un estudio del Banco Mundial señala que desde el 
año 2008, varios países y compañías privadas han 
anunciado la adquisición de 46,6 millones de hec-
táreas de tierras agrícolas en África, América La-
tina, Asia y Europa Oriental1. La revista Semana 
advirtió que “en los últimos diez años en África, 
América Latina y el Sureste Asiático, 230 millones 
de hectáreas han sido cedidas, vendidas o alqui-
ladas a estados petroleros, potencias emergentes, 
conglomerados industriales, fondos de inversión y 
bancos. Es como si hubieran comprado a Francia, 
España, Alemania, Reino Unido, Italia, Portugal, 

-
llones de dólares que está trastornando el planeta 
al establecer plantaciones gigantes donde antes 
solo había sabanas, selvas y pequeñas parcelas”2. 

Fernando Barberi Gómez, Yesid Castro Forero 
y José Manuel Álvarez señalan que “de acuerdo 
con las cifras recopiladas por Land Coalition Part-
nership, desde 2001 hasta mediados de 2011, en 
los países en desarrollo “han sido vendidas, arren-
dadas, cedidas bajo permisos o están siendo nego-
ciadas 227 millones de hectáreas” la mayor parte 
con inversionistas internacionales3”4. 

Los inversionistas son principalmente países 
que dependen de la importación de alimentos, en-

especulación inmobiliaria y multinacionales del 
agronegocio que buscan lucrarse en el mercado 
mundial de los commodities. El estudio Rising 
Global Interest in Farmland del Banco Mundial 
señala lo siguiente: 

“En el lado de la demanda se pueden distinguir 
tres grupos de actores: un primer grupo incluye 
gobiernos de países que estaban iniciando inver-
siones cuando, especialmente en la crisis alimen-
taria de 2007 y 208, se preocuparon por su inca-

1  BANCO MUNDIAL. Rising Global Interest in Farm-

septiembre, 2010, p. 35. 
2  Jugando con el hambre: los millonarios negocios con la 

tierra, Revista Semana. Consultado el 9 de abril de 2012. 
En: http://www.semana.com/mundo/jugando-hambre-
millonarios-negocios-tierra/l75005-3.aspx. 

3  Oxfam (2011). 
4  BARBERI GÓMEZ, Fernando. CASTRO FORERO, 

Yesid. ÁLVAREZ, José Manuel. Acaparamiento e inver-
sión extranjera en tierras, propuestas para su regulación 
en Colombia.

pacidad para proveer comida a partir de recursos 
domésticos. Un segundo grupo de jugadores rele-

-
texto actual, encuentran atractivas las inversiones 
en tierras. Esto incluye posibles valorizaciones de 

de retornos seguros a largo plazo, algo de gran im-
portancia para los fondos de pensiones con exten-
so horizonte. Aunque los mercados de tierras son 
algo ilíquidos, algunos de los inversionistas más 

-
ren el funcionamiento del mercado de tierras y, en 

-

grupo, con mayor concentración en los procesos 
del agro y en los avances técnicos que favorecen 
operaciones a escala, son operadores tradiciona-
les agrícolas, agroindustriales y comercializado-
res que pueden tener un incentivo para expandir 
la escala de operaciones o para integrarse hacia 
adelante o hacia atrás y adquirir tierras, aunque no 
siempre a través de compras”5. 

Dada la gravedad de este fenómeno, institucio-
nes como la Organización de Naciones Unidas, 
la FAO y varias ONG han publicado numerosos 
estudios que demuestran la importancia de que 
los países regulen y limiten la extranjerización 
de sus tierras. El informe “Tenencia de la tierra 
e inversiones internacionales en agricultura” del 
Grupo de Alto Nivel de Expertos del Comité de 
Seguridad Alimentaria Mundial de las Naciones 
Unidas señala: “El mantenimiento de la seguridad 
alimentaria nacional ocupa un lugar destacado en 
el programa de la mayoría de los gobiernos ya que 
la escasez de alimentos es devastadora para su po-
blación y amenaza también la estabilidad política. 
La volatilidad de los precios de los alimentos en 
los últimos cinco años ha generado una demanda 
de una mayor seguridad alimentaria, que incluye 
el arriendo y la compra de tierras más allá de las 
fronteras nacionales. Es probable que persista e in-
cluso aumente la volatilidad de los precios habida 
cuenta del incremento de la demanda, el cambio 
climático, los fenómenos extremos y el creciente 

-
cados de productos básicos (véase GANESAN, 
2011)”6. 

Este informe agrega que “China ha estado apli-
cando una estrategia nacional de seguridad alimen-
taria, que incluye una inversión pública importante 
en la producción, así como en la investigación y 
el desarrollo, en el sector de la agricultura en el 
país (Foresight 2010). Sin embargo, el Gobierno 
reconoce que cada vez es más difícil cumplir con 
su compromiso de satisfacer el 95% de las nece-
sidades de alimentos de fuentes nacionales. Esto 
se debe en parte al incremento de los ingresos y 

5  Op Cit., p.3. 
6  Grupo de Expertos de Alto Nivel, Comité de Seguridad 

Alimentaria Mundial de las Naciones Unidad. Tenencia 
de la tierra e inversiones internacionales en agricultura. 
Julio de 2011. Pág. 21. 
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la creciente demanda de carne, pescado y fruta. Al 
mismo tiempo, se ejerce una mayor presión sobre 
la tierra y el agua, debido al cambio climático, la 
conversión de tierras agrícolas para usos urbanos 
y la detracción de terrenos para la ordenación de 

Como consecuencia de ello, el Gobierno de Chi-
na ha estado apoyando la inversión de sociedades 
chinas en grandes extensiones de tierra más allá 
de sus fronteras para garantizar el suministro de 
soja y aceite de palma, así como caucho y madera, 
como en el Brasil, Argentina, Angola, la de Re-
pública Democrática del Congo, Camboya, Lao, 
Rusia, Kazajstán, Mozambique, Tanzanía, Zam-
bia, Filipinas, Camerún y Sierra Leona (Visser y 
Spoor, 2011; Programa de  las Naciones Unidas 
para el Medio Ambiente [PNUMA], 2011)”7. 

también están acaparando tierras en varias  nacio-
nes. En medio de una crisis económica mundial 

buscado nuevas fuentes de ganancias que sustitu-
yan las que se han desplomado como consecuen-

de tierras para la especulación inmobiliaria se ha 
convertido en una inversión bastante atractiva para 
bancos y fondos de inversión. 

El Grupo de Alto Nivel de Expertos del Comité 
de Seguridad Alimentaria Mundial de la ONU des-

causada en gran parte por la especulación en una 
-

bido preocupación por el hecho de que la inver-
sión internacional en la tierra se haya convertido 
en otro capítulo en las carteras de las instituciones 

implica la adquisición del mismo en la expectati-

inversiones productivas a largo plazo. La infor-
mación disponible sugiere que numerosas tran-
sacciones de tierras no han ido seguidas de una 
inversión productiva; únicamente el 20% de las 
inversiones que se han anunciado se destinan 
en realidad a la producción agrícola sobre el 
terreno (Deininger et al., 2011). La especulación 
podría ser una de las razones subyacentes a este 
respecto”8 (resaltado fuera del texto). 

Las multinacionales del sector agropecuario 
también están adquiriendo tierras en los países po-
bres. Las principales inversiones son en proyectos 
de agrocombustibles. De acuerdo con el estudio 
Negocios Transnacionales sobre Tierras Agríco-
las del Sur9 realizado por el Centro de Desarrollo 
y Medio Ambiente de la Universidad de Bern, el 
Centro de Cooperación Internacional para la In-
vestigación Agrícola y el Desarrollo (Francia), el 
Instituto Alemán de Estudios Globales y la Coa-

7  Op Cit. Pág. 21.
8  Ibíd Pág. 18. 
9  ANSEEUW, Ward. Mathieu Boche, Thomas Breu, 

Markus Giger, Jann Lay, Peter Messerli and Kerstin 
Nolte.

lición Internacional, el 34% de las adquisiciones 
de tierras por extranjeros ha sido para proyectos 
que no producen alimentos (Forestales, agrocom-
bustibles) y el 26% de los proyectos han invertido 
en cultivos que pueden o no producir alimentos, 
como azúcar, maíz y palma de aceite. 

En la medida en que los alimentos son tratados 
como commodities, es decir, productos con los que 
se especula en las bolsas de valores, sus precios 
han aumentado y, con ello, ha crecido el interés 
de la banca internacional en las tierras agrícolas. 

en junio de 2009 que “la tierra agrícola va a ser 
una de las mejores inversiones de nuestros tiem-
pos. Eventualmente, por supuesto, los precios de 

pata que el mercado se inunde con la producción 
en nuevas tierras o con nuevas tecnologías, o con 
ambas, y este gran mercado se acabe. Pero eso está 
aún muy lejos”10. 

1.1. Consecuencias de la extranjerización de 
tierras 

Las consecuencias de la adquisición de tierras 
por inversionistas extranjeros debe ser objeto 

de un análisis serio, para adoptar las medidas 
que salvaguarden los intereses nacionales. 

1. Seguridad alimentaria 
Un primer tema que se debe examinar es cómo 

repercute la extranjerización de la tierra en la se-
guridad alimentaria. Para que Colombia goce de 
seguridad alimentaria es necesario que el país pro-
duzca los alimentos que demanda su población, es 
decir, que produzca para el mercado interno. La 
adquisición de tierras agrícolas por inversionistas 
extranjeros lesiona este principio, porque la gran 
mayoría de estos proyectos son de especulación 

-
tas apropiaciones –sea de Estados o de empresas– 
es la de abastecer mercados externos, dejando de 
lado las necesidades de los colombianos. 

los extranjeros no es la de producir comida. Como 
se señaló, el Grupo de Alto Nivel de Expertos del 
Comité de Seguridad Alimentaria Mundial de las 
Naciones Unidas considera que “únicamente el 
20% de las inversiones que se han anunciado se 
destinan en realidad a la producción agrícola sobre 
el terreno”, lo que hace suponer que el 80% de las 
transacciones hacen parte de operaciones de espe-
culación con el suelo. Por su parte, el estudio Ne-
gocios Transnacionales sobre Tierras Agrícolas 
del Sur (ABR.01.2012) señala que el 34% de las 
adquisiciones de tierras por extranjeros han sido 
para proyectos que no producen alimentos (Fores-
tales, agrocombustibles) y el 26% de los proyectos 
han invertido en cultivos que pueden o no producir 
alimentos, como azúcar, maíz y palma de aceite. 

10  Citado por GRAIN, “Los nuevos dueños de la Tierra”, 
octubre de 2009. En: www.grain.org/acontrapelo/
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Si la gran mayoría de la inversión extranjera en 
la tierra no se destina a la producción de alimentos, 
la extranjerización llevaría a que el país desapro-
vechara millones de hectáreas para alimentar a los 
colombianos, lo que lesionaría de manera grave la 
seguridad alimentaria. 

Incluso, si se acepta que todos los proyectos 
de los extranjeros son para producir comida, esto 
tampoco elimina la amenaza contra la seguridad 
alimentaria. Teniendo en cuenta quiénes son los 
actores detrás de la extranjerización, la principal 

Los gobiernos adquieren tierras para producir los 
alimentos que no pueden producir en sus territo-
rios y satisfacer la demanda de sus países, mientras 
que las empresas privadas adquieren tierras para 
aprovechar el alza de los precios de los alimen-
tos. Al ser el precio del mercado internacional más 
atractivo, sus proyectos se destinarían principal-
mente a la exportación. 

El estudio Negocios Transnacionales sobre Tie-
rras Agrícolas del Sur (ABR.01.2012), realizado 
por el Centro de Desarrollo y Medio Ambiente de 
la Universidad de Bern, el Centro de Cooperación 
Internacional para la Investigación Agrícola y el 
Desarrollo (Francia), el Instituto Alemán de Es-
tudios Globales y la Coalición Internacional por 

negocios trasnacionales de tierras, la exportación 
es la principal meta, los mercados locales son una 
preocupación marginal. Dos tercios de los proyec-
tos son para la exportación de la producción, de los 
cuales, el 43% se dirigen a la exportación hacía los 
países de los inversionistas”. 

está negociando varios tratados de libre comer-
cio y acuerdos de protección de inversiones que 
incluyen una cláusula conocida en el comercio 
internacional como prohibición de requisitos de 
desempeño. Esta norma impide que el Estado co-
lombiano les imponga a los inversionistas extran-
jeros cualquier tipo de condiciones, incluida la de 
destinar parte de su producción al mercado inter-
no. Por esta razón, el Gobierno queda impedido 
para obligarlos a destinar parte o la totalidad de 
su producción a satisfacer las necesidades alimen-
tarias de los colombianos, quedando en completa 
libertad para exportar todo lo que produzcan. Así 
lo reconoció el Ministro Juan Camilo Restrepo en 
las respuestas al cuestionario del debate realizado 
en noviembre de 2012 en la Comisión Quinta de 
Senado: “No es posible exigirles a las compañías 
extranjeras que exploran o exploten tierras agríco-
las que parte de su producción sea para abastecer 
el mercado interno”. 

La reciente crisis alimentaria de 2008 eviden-
ció que la seguridad alimentaria es la capacidad de 
las naciones de producir la comida que su pobla-
ción necesita. Al profundizarse la globalización y 
el neoliberalismo, los defensores del libre comer-
cio han intentado poner el énfasis en el acceso a 

producción agrícola por las importaciones de pro-
ductos agropecuarios subsidiados. Su teoría es que 
en un mundo liberalizado los países pobres se be-

Sin embargo, la crisis de 2008 demostró los peli-
gros para las naciones que dependen de la produc-
ción extranjera. 

Entre 2005 y 2008 los precios de los alimen-
tos en el mercado internacional aumentaron en un 
83%11, lo que hizo que el número de personas en 
extrema pobreza aumentara en 150 millones12. La 
FAO en su informe “El estado de la inseguridad 
alimentaria en el mundo” de 2012 señala que “en 
el período 2010-12 el número de personas subnu-
tridas se ha situado en unos 870 millones. Esto re-
presenta el 12.5% de la población mundial, o una 
de cada ocho personas. La gran mayoría de estas 
personas –852 millones– vive en países en desa-
rrollo, donde la prevalencia de la subnutrición se 
estima actualmente en el 14.9% de la población. 
La subnutrición en el mundo es inaceptablemente 
alta”. 

El informe Volatilidad de los precios y seguri-
dad alimentaria (2012) del Grupo de Alto Nivel 
de Expertos del Comité de Seguridad Alimentaria 
Mundial de las Naciones Unidas, explica que “la 
volatilidad de los precios de los alimentos duran-
te los últimos cuatro años ha afectado a millones 
de personas, socavando su estado nutricional y su 
seguridad alimentaria. El nivel de la volatilidad de 
los precios en los mercados de productos básicos 
también ha perjudicado las expectativas de creci-
miento económico y reducción de la pobreza de 
países en desarrollo. Después de permanecer en 
mínimos históricos durante décadas, desde 2007 
los precios de los alimentos son considerablemen-
te más elevados y más volátiles. En 2007/08 se re-
gistró una primera alza de precios en casi todos 
los productos básicos. Después de una caída en 
2009/10, los precios vuelven a repuntar en la ac-
tualidad mientras que la volatilidad sigue siendo 
elevada”. 

Las siguientes cifras muestran el aumento de 
los precios de algunos alimentos entre 2007 y 

2008: 

Producto Período Alza en los precios 
Azúcar 2007-2008 37.5% 
Arroz 2007-2008 224% 
Trigo 2007-2008 118% 
Maíz 2007-2008 77% 

Fuente: FAO 
De acuerdo con el relator especial de Naciones 

Unidas para el Derecho a la Alimentación, “una 

11  A. Minal. The 2008 food Price Crises: Rethinking Food 
Security Policies. Junio de 2009, G-24 Discussion Paper 
Series número 56. 

12  BANCO MUNDIAL. Global Economic Prospects. 
Commodities atthe Crossroads, 2009.
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de alimentos esenciales solo puede ser explicada 
por el surgimiento de una burbuja especulativa” 
(DE SHUTTER, OLIVIER, Food Commodities 
Speculation and Food Prices Crises. Septiembre 
de 2010). Depender entonces de la importación de 
alimentos es un riesgo que no se puede asumir en 
un mundo donde predomina la especulación, más 
cuando el informe del relator de las Naciones Uni-
das advierte que de no hacerse profundos cambios 

-
tarias seguirán siendo una amenaza para el mundo. 

2. Violación de la soberanía nacional
Si la comida que se produce en el país no está 

dirigida principalmente a la demanda interna, Co-
lombia pierde la capacidad de alimentar a su po-

seguridad alimentaria. Con ello no solo se viola 
el derecho a la alimentación de los colombianos, 
sino que también se lesiona la soberanía nacional, 
es decir, el derecho de los pueblos a autodetermi-
narse, a decidir autónomamente las políticas que 
deben regir sus relaciones políticas, económicas y 
sociales de acuerdo con lo que mejor les convenga. 
La relación entre seguridad alimentaria y sobera-
nía nacional fue explicada por el expresidente de 
Estados Unidos George W. Bush en los siguientes 
términos: 

“Es importante para nuestra nación cultivar ali-
mentos, alimentar a nuestra población. ¿Pueden 
ustedes imaginar un país que no fuera capaz de 

internacionales. Sería una nación vulnerable. Y 
por eso, cuando hablamos de la agricultura (norte) 
americana, en realidad hablamos de una cuestión 
de seguridad nacional”. (G.W. Bush, The Future 
Farmers of America Jul.27.01, Washington). 

Si los extranjeros controlan las tierras que pro-
ducen los alimentos que los colombianos necesi-
tan, aumentará la dependencia de Colombia en la 
producción extranjera, quedando muy vulnerable 
a imposiciones y presiones del exterior. En estas 
circunstancias la Nación deberá someterse a impo-
siciones foráneas. 

Además, Colombia es un país en donde la pro-
piedad de la tierra es un factor de poder político, 
por lo que la extranjerización aumentaría el poder 
de los extranjeros, lesionando la soberanía nacio-
nal. ¿Qué pasaría si las cerca de 200 mil hectáreas 
de caña quedaran en manos de empresas extranje-

la tierra en los Llanos Orientales no es un riesgo 

Es evidente que la desnacionalización de la tie-
rra lesiona la soberanía, al aumentar el poder de 
los extranjeros para intervenir en nuestros asuntos 
internos. Por esta razón, la defensa de la soberanía 
nacional es otro argumento para restringirles a los 
extranjeros la adquisición a gran escala de tierras. 

3. Concentración de la tierra y de otros recursos 
Los inversionistas extranjeros se caracterizan 

por invertir en proyectos de gran escala, lógica 
que también orienta sus inversiones en el sector 
agropecuario. De acuerdo con el Banco Mundial, 
el promedio de las adquisiciones de tierras por ex-
tranjeros es de 40 mil hectáreas y el 25% supera 
las 200 mil13. Mary McNairy, de International Far-
ming Corp., un fondo de inversiones de Estados 
Unidos especializado en la adquisición de tierras, 

exitosamente las ganancias que prometemos a 
nuestros inversores sin comprar tramos de terreno 
más grandes”14. Este tipo de inversiones profundi-
zarán aún más la concentración de los recursos del 
sector agropecuario. 

Colombia es uno de los países con las peores 
distribuciones de la tierra del mundo, con un Gini 
en la propiedad rural de 0,89. De acuerdo con el 
último estudio de Ana María Ibáñez y Juan Carlos 
Muñoz (CEDE de la Facultad de Economía de la 
Universidad de los Andes), “la concentración de la 
propiedad rural en Colombia aumentó en el perio-
do comprendido entre 2000 y 2010. En el 2000, el 
75.7% de la tierra estaba en poder del 13.6% de los 
propietarios, mientras que para el 2010 estas cifras 
aumentaron a 77.6% y 13.7%, respectivamente”. 

Esta enorme desigualdad se agravaría en la me-
dida en que los extranjeros se apropien de grandes 
extensiones de tierra. Así lo señala el Grupo de 
Alto Nivel de Expertos del Comité de Seguridad 
Alimentaria Mundial de las Naciones Unidas en 
su informe Tenencia de la tierra e inversiones in-
ternacionales en agricultura: “La adquisición na-
cional de suelo, junto con las inversiones extran-
jeras en terrenos, están aumentando un problema 
histórico relacionado con la distribución de tierras. 

0,86 (Sauer y Leite, 2011) y el Ecuador, 0,80 (Va-
lle, 2010), entre muchos otros, muestra claramente 
el proceso histórico de concentración de la tierra. 
Además, la desposesión y el desplazamiento cau-
sados por estas grandes inversiones empeorará las 
condiciones de por sí problemáticas de la distribu-
ción de terrenos en muchos países, y es probable 

A esto se debe sumar el aumento de los precios 
de la tierra que, en el caso del departamento del 
Meta, donde hay presencia de inversionistas fo-
ráneos, ya alcanzan los 25 millones de pesos por 
hectárea15. 

13  BANCO MUNDIAL. Rising Global Interest in Farm-
-

tiembre, 2010.
14  Aumenta el apetito por las materias primas agrícolas. La 

República. En: http://www.larepublica.com.co/archivos/
GLOBO/2010-11-16/aumenta-el-apetito-por-las-mate-
rias-primas-agricolas_115164.php 

15  Domínguez, J. C. (2010, 30 de agosto). Altillanura, una 
despensa con claro acento extranjero. El Tiempo, pp. 2.1-
2.9. 
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La extranjerización también concentraría en 
las compañías extranjeros otros recursos del sec-
tor agropecuario, como el crédito agropecuario, 
la asistencia técnica y demás programas que se 
diseñen para el sector. Transferir la propiedad de 
inmensas porciones de tierras o entregarlas en usu-
fructo afecta lo que los economistas llaman la es-
tructura de precios relativos. Extensiones superio-
res a 40 mil hectáreas, sumadas todas, se converti-
rían en una especie de hoyos negros que succiona-
rían hacia ellas los demás recursos económicos y 
presionarían al Estado para que dirija sus políticas 
a atenderlas. Lo anterior, sin mencionar los ries-
gos ambientales que pueden anidar en las grandes 
extensiones de cultivos de tardío rendimiento, los 
que por sus características y la posibilidad de ex-

del cultivo, son los predilectos de los fondos de 
inversión. 

Las cláusulas de trato nacional impiden que el 
Gobierno excluya a los extranjeros de las políticas 
públicas, como lo admitió el Ministro de Agricul-
tura en sus respuestas: “Aunque en términos ge-
nerales los requisititos estaban orientados a im-
portaciones e importaciones, también tienen una 
relación directa con el Trato Nacional. Según la 
Ley de Inversiones de Colombia y las disposicio-
nes sobre creación de empresas, cualquier empresa 
extranjera, una vez se constituya como sociedad, 
de acuerdo con las leyes colombianas, tiene los 
mismos derechos y obligaciones que cualquier 
empresa colombiana o de colombianos”. 

Además, los bienes públicos como la infraes-
tructura se concentrarían en las zonas donde los 
extranjeros detentan las tierras. El informe “Tenen-
cia de la tierra e inversiones internacionales en 
agricultura” del Grupo de Alto Nivel de Expertos 
del Comité de Seguridad Alimentaria Mundial de 
las Naciones Unidas señala: “La inversión extran-
jera directa en la agricultura y la tierra, que incluye 

-
porarse en proyectos ejecutados conjuntamente 
con instituciones multilaterales de desarrollo. Por 
ejemplo, en las Américas, se han construido varios 
corredores de infraestructuras para atraer inversio-
nes internacionales y poner nuevas tierras a dis-
posición de los interesados (Safransky y Wolford, 
2011). Asimismo se está elaborando una serie de 
proyectos de asociación entre el sector público y 
el privado en diversas regiones de África, como el 
proyecto de los corredores meridionales de Tanza-
nia dirigido a los fondos públicos destinados a ca-
rreteras, mercados, sistemas de almacenamiento y 

necesaria para atraer mayores niveles de inversión 
privada para la agricultura”. 

De esta manera los campesinos y empresarios 
nacionales terminan siendo desplazados por in-
mensos conglomerados, ahondando la desigualdad 
del campo colombiano, pues, como lo advierte el 
diario La República, “la creciente demanda de in-

-
quietudes sobre si es posible la supervivencia de 
las operaciones pequeñas, de tamaño familiar”16. 
Al igual que la tierra, el crédito agropecuario tam-
bién se concentrará en poderosas empresas extran-
jeras que adelanten proyectos a gran escala en el 
territorio nacional. 

1.2 La respuesta de los países: derecho com-
parado 

Varios países han restringido o prohibido que 
los extranjeros se apropien de sus tierras agríco-
las, medidas que evidencian la necesidad de que en 
Colombia se restrinja este fenómeno. 

Estados Unidos es uno de los países que han 
impuesto este tipo de restricciones. En 1978 el 
Congreso aprobó la Agricultural Foreign Inves-
tment Disclosure Act (Ley de Divulgación de las 
Inversiones Agrícolas Extranjeras), norma que 
obliga a los extranjeros que compren tierras agrí-
colas a inscribir sus transacciones en un registro 
que lleva el Departamento de Agricultura. Ade-
más, cada Estado tiene la potestad de limitar la 
propiedad extranjera sobre la tierra. Los estados 
agrícolas han impuesto mayores restricciones. Por 
ejemplo, Iowa y Dakota del Norte prohíben que 
los extranjeros adquieran tierras agrícolas, y en In-
diana los extranjeros que no prueben la intención 
de nacionalizarse no pueden adquirirlas. Otros Es-
tados han restringido el tamaño de las tierras que 
pueden comprar los extranjeros: en Mississippi el 
límite es de 100 hectáreas, en Missouri 5 hectá-
reas, en Pennsylvania 40 hectáreas, en Dakota del 
Sur la restricción es de 64 hectáreas y en Wiscon-
sin 256 hectáreas17. 

En Canadá, las Provincias también son autóno-
mas para imponer restricciones a los extranjeros. 
Los no residentes no pueden adquirir más de 5 
acres (2 ha) en Prince Edward Island, 8 hectáreas 
en Alberta, 4 hectáreas en Saskatchewan y 16 hec-
táreas en Manitoba. 

Brasil reguló la adquisición de tierras por ex-
tranjeros por medio de la Ley 5.709 de 1971. Los 
extranjeros solo pueden explotar entre 200 y 5.000 
hectáreas (el tamaño varía según la región), las ad-
quisiciones de inmuebles rurales requieren la apro-
bación del Ministerio de Desarrollo Agropecuario 
y en ningún municipio los extranjeros pueden ex-
plotar más del 25% de las tierras. A partir de 2010 
se consideran foráneas a las empresas controladas 
por capitales extranjeros y, desde el 2011, las em-
presas brasileras que sean compradas por extran-
jeros o que se fusionen con compañías extranjeras 
son objeto de estas restricciones. 

16  Aumenta el apetito por las materias primas agrícolas. La 
República. En: 

h t t p : / / w w w. l a r e p u b l i c a . c o m . c o / a r c h i v o s / G L O -
BO/2010-11-16/aumenta-el-apetito-por-las-materias-
primas-agricolas_115164.php

17  Alien Land Ownership Guide, State Laws Relating to 
Ownership of U.S. Land by Aliens and Business Entities. 
National Association of Realtor, noviembre de 2006.
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En diciembre de 2011 el Congreso de Argentina 
aprobó la Ley de Protección al Dominio Nacional 
sobre la Propiedad, Posesión o Tenencia de las 
Tierras Rurales. La ley dispone que los extranjeros 
solo podrán explotar máximo el 15 por ciento de 
todo del territorio nacional y, de esa cantidad, no 
podrá haber más de un 30 por ciento en manos de 
personas naturales o jurídicas de una misma nacio-
nalidad. También señala que las parcelas en poder 
de extranjeros no podrán superar las mil hectáreas. 

1.3 Extranjerización de tierras en Colombia 
Colombia es uno de los países que cuentan con 

una importante cantidad de tierras no cultivadas, lo 
que la hace muy atractiva a países y empresas que 
desean adquirir inmuebles rurales. De acuerdo con 
el informe Generando el interés global sobre las 
tierras de cultivo del Banco Mundial (2010), Co-
lombia tiene cerca de 21.5 millones de hectáreas 
de tierras no cultivadas aptas para la agricultura, 
lo que representa el 7,5% del total de América La-
tina. Nuestro país es la cuarta nación de la región 
con mayor cantidad de tierras disponibles, detrás 
de Brasil, Bolivia y Argentina18. 

Los inversionistas extranjeros –gobiernos y 
empresas privadas– están avanzando en la adqui-
sición de tierras en Colombia. En el municipio de 
Pivijay, Magdalena, el grupo económico Merhav, 
de Israel, adquirió 10 mil hectáreas para sembrar 
caña de azúcar que usará para la producción de 
etanol19. De acuerdo con un artículo del diario El 
Tiempo, inversionistas extranjeros están adqui-
riendo grandes extensiones de tierra en la altilla-
nura20. El informe de prensa señala que “al menos 
cinco empresas extranjeras ya tienen proyectos en 
la zona (altillanura) para cultivar maíz en rotación 
con soya, y, en otros casos, caña azucarera o pal-
ma de aceite para biocombustibles. Entre las com-
pañías foráneas se destacan el grupo Maggi, de 
Brasil; Mónica Semillas, de Bolivia, con 12.000 
hectáreas, y Cargill, multinacional estadouniden-
se que está entre las 10 empresas más grandes del 
mundo en comercialización de materias primas 
agrícolas, con 25.000 hectáreas”. 

A su vez, el Presidente de la Sociedad de Agri-
cultores de Colombia (SAC), se reunió con el 
embajador de la República Popular de China y re-
presentantes de empresas de ese país, quienes le 
informaron de su interés en adquirir 400 mil hec-
táreas para producir granos que serían exportados 
en su totalidad al mercado chino21. A esto se suma 
la advertencia del ex Contralor Julio César Turbay 
Quintero sobre la compra de grandes extensiones 

18  BANCO MUNDIAL, Op. Cit. 
19  Grupo de Israel Merhav trae US$350 millones al campo, 

Portafolio. Consultado el 21 de noviembre de 2010. En 
http://www.portafolio.com/co/economia/pais/ARTICU-
LO-WEB-NOTA_INTERIOR_PORTA-8343389.html. 

20  Domínguez, J.C. (2010, 30 de agosto). Altillanura, una 
despensa con claro acento extranjero. El Tiempo, pági-
nas 2.1-2.2. 

21  Ibíd. 

de tierra en las zonas de frontera por parte de ex-
tranjeros22. 

2. Texto del proyecto de ley aprobado en la 
Comisión Quinta de Senado 

El objeto del Proyecto de ley número 064 de 
2012 es controlar la inversión extranjera en tierras 
rurales para proteger la seguridad alimentaria, la 
soberanía nacional y evitar la concentración de la 
tierra en personas naturales y jurídicas extranjeras. 
La propuesta, de autoría del Senador Juan Lozano, 
es una respuesta a los inmensos peligros de la ex-
tranjerización de la tierra. 

El texto aprobado en la Comisión Quinta con-
templa dos tipos de controles a la inversión extran-
jera. En primer lugar impone controles cualitati-
vos para proteger los derechos de las comunidades 
locales, evitar las operaciones especulativas y la 
evasión de impuestos. El artículo 5° dispone que 
el objeto social de las personas naturales y jurídi-
cas extranjeras que pretendan explotar tierras en 
Colombia deberá estar encaminado “únicamente 
al desarrollo de proyectos de producción agrícola, 
ganadera o agroindustrial”. 

El artículo 18 dispone que, previo a la adquisi-
ción del derecho de dominio o uso de tierras rura-
les, los inversionistas extranjeros deberán acredi-
tar ante el Ministerio de Agricultura que las tierras 
serán usadas para un proyecto productivo, que su 
domicilio o el de sus socios no se encuentra ubi-

-
lantar un proceso de socialización con las comu-
nidades de la zona, proceso que es distinto a las 
consultas previas que deben realizarse en los casos 
que las comunidades étnicas se vean afectadas con 
el proyecto. 

El proyecto también plantea límites cuantita-
tivos a la extranjerización de las tierras. El texto 
aprobado por la Comisión Quinta del Senado se-
ñala que los inversionistas extranjeros solo pueden 
tener el derecho de dominio, uso y/o goce de máxi-
mo el 15% del territorio de cada municipio. Sin 
embargo, los honorables Senadores reconocieron 
que este límite debía basarse en criterios más téc-
nicos, pues en algunos municipios este porcentaje 
era demasiado grande. 

Por esta razón, en esta ponencia se plantea un 
-

pectos de forma y de contenido. 
3. 
3.1 Reorganización del articulado 
En esta ponencia se reorganiza el orden de los 

artículos para darle más coherencia al proyecto. Se 
propone que el texto del artículo 18 del proyecto 
aprobado en primer debate pase al artículo 7°. Este 

22  Advierten que extranjeros compran tierras en zonas de 
fronteras colombianas. El Espectador, 21 de abril de 
2009. En: http://www.elespectador.com/artículo137020-
advierten-extranjeros-compran-tierras-zonas-de-fronte-
ras-colombianas.
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inversionistas extranjeros para que sus proyectos 
sean aprobados por el Ministerio de Agricultura. 
Por esta razón, esta norma debe quedar antes de 
los artículos que regulan la forma como el Minis-
terio autorizará este tipo de proyectos. 

El texto artículo 8°, que obliga a las sociedades 
anónimas y a los inversionistas extranjeros que ex-
ploten tierras agrícolas a registrarse ante el Minis-
terio de Agricultura, queda en el artículo 17; y el 
artículo 17, que le prohíbe al gobierno entregarles 
recursos públicos a los inversionistas extranjeros, 
pasa a ser el artículo 16. 

El artículo 13, que regula el registro en el que se 
deberán inscribir los inversionistas extranjeros que 
pretendan explotar tierras en Colombia, pasa al ar-
tículo 10. Como el artículo 12 le impone al Minis-
terio de Agricultura y a las entidades territoriales 

-
den ser explotadas en cada municipio por inver-
sionistas extranjeros, se propone que esta norma 
quede como un parágrafo del artículo 8°, que es el 

-
mente, en el texto propuesto para segundo debate 
los artículos 10 y 11 pasan a ser los artículos 11 y 
12. 

3.2 Contenido del texto propuesto para se-
gundo debate 

Con la reorganización de los artículos, a conti-
nuación se explica el articulado propuesto para se-

-
yecto, se aclara que además de la protección de la 
seguridad alimentaria, la propuesta busca garanti-
zar la soberanía nacional y evitar la concentración 
de la tierra. 

El artículo 2° queda igual al aprobado en primer 
debate y dispone que las normas del proyecto son 
de orden público. 

El artículo 3° del texto aprobado en primer de-
bate señalaba que los recursos naturales estratégi-
cos son todos recursos naturales actual o poten-
cialmente vitales para el desarrollo de la actividad 
económica o para el mantenimiento de la calidad 
de vida del país. Este artículo no guarda relación 
con el contenido del proyecto, por lo que se sus-

se debe entender por tierras rurales, aclarando que 
son los inmuebles aptos para actividades agrícolas, 
ganaderas y forestales. 

-
tas que deberán ajustarse a los requisitos exigidos 
en la ley. Además de las personas naturales y jurí-
dicas extranjeras, y de las sociedades con socios 
extranjeros, se agrega que las personas jurídicas 
subordinadas a una compañía extranjera también 
estarán sujetas a las restricciones de los siguientes 
artículos. También se aclara que las restricciones 
también aplicarán al derecho de dominio. 

Para evitar que la inversión extranjera en tierras 
sea puramente especulativa, el artículo 5° dispone 
que las personas jurídicas de que trata el artículo 
4° deberán ser sociedades especializadas en desa-
rrollar proyectos de producción agrícola, ganadera 
o agroindustrial. 

El artículo 6° señala que, en cada municipio, el 
-

-

agrológicas que van desde la I a la VIII, como lo 
muestra el siguiente mapa:

-
je de cada una de las clases agrológicas para cada 

-
vos a la extranjerización se apliquen de acuerdo 
con las calidades de las tierras. 

El artículo 7° establece los límites cuantitativos 
a la extranjerización, de acuerdo con la calidad de 
las tierras y el tamaño de los municipios. Como se 
explicó, los honorables Senadores de la Comisión 
Quinta señalaron que establecer un límite del 15% 
con respecto al área total de cada municipio no era 
un criterio muy técnico. Por ejemplo, el municipio 
Cumaribo, en el departamento del Vichada, tiene 
6,5 millones de hectáreas, por lo que con este lími-
te los inversionistas extranjeros podrían apropiarse 
de 975 mil hectáreas. Entonces, es necesario que 
este porcentaje varíe de acuerdo con el tamaño de 
los municipios. 

Además, es importante que los límites cuanti-
tativos tengan en cuenta también la calidad de las 
tierras, pues es necesario evitar que los inversionis-
tas extranjeros se adueñen de las mejores tierras. 

Agustín Codazzi, de las 114 millones de hectáreas 
que tiene Colombia, solo 690.108 –el 0,6%– son 
de categoría II.

En la categoría III hay 2.247.139 hectáreas 
–2%– y en la IV 14.683.621 –12,9%–23. Es decir, 
las mejores tierras del país tienen una extensión 

23  IGAC, mapa de capacidad de uso agrológica. En
http://www.igac.gov.co/wps/wcm/connect/c89ec3004d88b-

52fb0bbb25fb5b7b042/Presentacion_seminario_
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de 17.620.868 hectáreas, el 15,4% del total. Sí no 
se establecen límites cuantitativos, los extranjeros 
podrían quedarse con la mayor parte de estas tie-
rras, lo que le generaría inmensos daños al país. 
Por ejemplo, el municipio de Palmira tiene un to-
tal de 39.750 hectáreas planas, de las cuales solo 
8.516 pertenecen a la categoría II24.

Por estas razones en el artículo 7° del texto se 

de los municipios y a la calidad de la tierra, de la 
siguiente manera: 

En los municipios con una extensión total in-
ferior a quinientas mil (500.000) hectáreas, los 
inversionistas extranjeros solo podrán explotar los 
siguientes porcentajes de cada una de las clases 
agrológicas: 

Clase Agrológicas  Porcentaje 
Clase I, II, III y IV:  15% 
Clase V, VI, VII y VII: 20% 
En los municipios con una extensión total su-

perior a quinientas mil (500.000) hectáreas e in-
ferior a un millón (1.000.000) de hectáreas, los 
inversionistas extranjeros solo podrán explotar los 
siguientes porcentajes de cada una de las clases 
agrológicas: 

Clase Agrológicas  Porcentaje 
Clase I, II, III y IV:  10% 
Clase V, VI, VII y VII:  15% 
En los municipios con una extensión total su-

perior a un millón (1.000.000) de hectáreas, los 
inversionistas extranjeros solo podrán explotar los 
siguientes porcentajes de cada una de las clases 
agrológicas: 

Clase Agrológicas Porcentaje 
Clase I, II, III y IV:  5% 
Clase V, VI, VII y VII: 10% 
El artículo 9° contempla tres requisitos cuali-

tativos que deberán acreditar los inversionistas 
extranjeros si desean adquirir tierras. Primero, 
deberán demostrar que adelantarán un proyecto 
productivo, para evitar que sus inversiones sean 

evitar la evasión de impuestos, los inversionistas 

tercero, deberán hacer pública su intención de ex-
plotar tierras y adelantar un proceso de socializa-
ción. Se debe aclarar que este proceso es distinto a 
la consulta previa, pues esta solo deberá hacerse en 
los casos en que se afecten comunidades étnicas. 

El artículo 10 dispone que el Ministerio de 
Agricultura deberá crear un sistema de registro en 
el que se deberán inscribir los inversionistas ex-

24  CORTÉS ORTIZ, Brigette Taryn. Descripción socioam-

revista Luna Azul, N° 31, julio-diciembre de 2010.

tranjeros que deseen explotar tierras. Dicha ins-
cripción debe hacerse previa a la adquisición del 
derecho de dominio, uso y goce, y luego de que el 

-
sitos señalados en la ley. 

Los artículos 11, 12 y 13 regulan las obligacio-

garantizar el cumplimiento de la ley. Y el artículo 
14 señala que las inversiones de extranjeros en tie-
rras no se entenderán como inversión extranjera, 
evitando que queden protegidas por normas que le 
impidan al Estado garantizar la seguridad alimen-
taria. 

El artículo 15 le otorga al Estado la facultad de 
exigirles a los inversionistas extranjeros que pro-
duzcan alimentos en el país obligaciones que les 
garanticen a los colombianos la seguridad alimen-
taria. Para evitar la concentración de recursos es-
tratégicos como el crédito agropecuario, el artículo 
16 prohíbe que el gobierno use recursos públicos 
para darles ayudas a los inversionistas extranjeros. 

Dado que en la actualidad hay varias hectáreas 
que están siendo explotadas por extranjeros, el artí-
culo 17 dispone que las sociedades anónimas y los 
inversionistas foráneos que tengan tierras deberán 
reportar esta situación al Ministerio de Agricultu-
ra. Finalmente, el artículo 18 les prohíbe a estos 
inversionistas apropiarse de las fuentes hídricas. 

4. Modernización de la agricultura 

limitar la inversión extranjera en las tierras por-
que se estaría condenando al agro colombiano al 
atraso y a la improductividad. Sin embargo, nume-
rosos estudios señalan que la pequeña y mediana 
propiedad pueden ser aún más productivas que la 
gran propiedad. La FAO, en el estudio Tenencia de 
la tierra en inversiones de la tierra, señala: “Este 
informe no se enfoca en analizar las vías para la 
modernización de la agricultura. La producción 
agrícola se puede realizar a través de predios de 
distintos tamaños y usando distintos métodos. En 
muchas partes del mundo se ha demostrado que 
la producción campesina es altamente dinámica y 
responde a las fuerzas del mercado, y no se debe 
asumir que la producción a gran escala es la única 
vía”. 

El informe “Tenencia de la tierra e inversiones 
internacionales en agricultura” del Grupo de Alto 
Nivel de Expertos del Comité de Seguridad Ali-
mentaria Mundial de las Naciones Unidas aclara 
con precisión que la gran propiedad no garantiza 
una mayor productividad en el sector agropecua-
rio. De acuerdo con este estudio, “es un hecho am-
pliamente reconocido que se necesita una mayor 
inversión en la agricultura para aumentar los ren-
dimientos como un modo de mejorar la seguridad 
alimentaria en numerosas zonas del mundo. La 
inversión internacional en terrenos ¿puede incre-
mentar la productividad agrícola y los medios de 
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sobre esta “carrera por la tierra” muestran muy 
pocos casos en los que ello ha ocurrido. La inver-
sión a gran escala está más bien menoscabando la 
seguridad alimentaria, los ingresos, los medios de 
vida y el medio ambiente de la población local”. 
Y agrega: 

“Los círculos gubernamentales y de donantes 
consideran en general que las grandes plantacio-
nes son necesarias para “modernizar” la agricul-
tura, sin embargo, se dispone de escasos datos que 
respalden esta postura. Si bien algunos cultivos 
como la caña de azúcar y los cereales ofrecen im-
portantes economías de escala en la producción 
mecanizada, muchos otros pueden crecer bien asi-
mismo en pequeñas explotaciones agrícolas. Es 
más, algunos crecen mejor en minifundios. Por 
ejemplo, los pequeños agricultores cultivan apro-
ximadamente el 70% del cacao del mundo. (Clay, 
2004)”. 

(...) 
“Las pequeñas explotaciones agrícolas pueden 

-
tos cultivos que las grandes debido a la estructura 
de incentivos favorables a la agricultura de pro-
ductores autónomos y las importantes operaciones 
y costos de supervisión de la mano de obra contra-
tada (de Janvry et al., 2001)”.

(…) 
“Los datos del Brasil corroboran ulteriormente 

la importancia de la producción en pequeña escala, 
incluso en un país que se ha convertido en uno de 
los principales exportadores de productos agrícolas 
mundiales. El Censo Agropecuario de 2006 (Insti-
tuto Brasileño de Geografía y Estadística [IBGE], 
2009) muestra que hay 4,4 millones de pequeñas 
explotaciones familiares (el 84% del total de las 

24% del total de tierras, sin embargo, emplean al 
74% del total de personas contratadas en el sector 
de la agricultura. Además, proporcionan al país el 
87% de la yuca, el 70% de los fríjoles, el 46% del 
maíz, el 34% del arroz, el 58% de la leche, el 59% 
del ganado porcino y el 50% de las aves de corral 
que se consumen en el Brasil (Maluf, 2010). Las 
explotaciones familiares crían el 30% del ganado 
y cosechan el 21%  del trigo. En cambio, la soja 
es principalmente un cultivo a gran escala, pero el 
16%  de la producción nacional proviene también 
de la agricultura minifundista (IBGE, 2009)”. 

No es cierto entonces que la única forma de 
aumentar la productividad en el agro sea con el 
modelo propuesto por el Presidente Santos y el 
Ministro Restrepo. Sobre la productividad de la 
pequeña propiedad en Colombia, Rudolf Hommes 
resaltó los siguientes resultados de un estudio de 
Fedesarrollo: 

-
ductivos son los más pequeños. Hace referencia a 
estudios recientes que estiman que la producción 
campesina contribuye a la producción agrícola 

nacional entre el 50 y el 68 por ciento del total 
y que el 35 por ciento del consumo de los hoga-
res colombianos es en productos alimenticios que 
provienen de la economía campesina. Si se tiene 
en cuenta que los predios más pequeños, que re-
presentan el 94,2 por ciento de los productores, 
poseen solamente el 29,6 por ciento de la tierra, 
necesariamente son más productivos que los de 
mayor tamaño, que ocupan el 70,4 por ciento res-
tante y producen menos del 50 por ciento del total 
del sector”.

Recientemente, un grupo de economistas li-
derados por Jaime Forero Álvarez, Dora Myriam 
Suárez, Luis Jorge Garay Salamanca, Fernando 
Barben Gómez, Clara Ramírez Gómez y Ricardo 
Gómez Mora, publicaron el estudio 
económica de los grandes, medianos y pequeños 
productores agrícolas colombianos, en el que 
abordan este problema de manera detallada. Se 
debe resaltar la principal conclusión de este es-
tudio: “Este estudio concluye que los producto-
res agrícolas, indiferentemente de la escala de su 

-
do acceden a condiciones aceptables, y que los 
pequeños productores, así como los agricultores 
familiares, muestran nítidamente no solamente su 

desarrollo económico y soluciones efectivas a la 
pobreza rural”. 

Proposición
Por las anteriores consideraciones, proponemos 

darle segundo debate ante la honorable Plenaria 
del Senado de la República al Proyecto de ley nú-
mero 064 de 2012 Senado, por medio de la cual se 
dictan medidas para garantizar la seguridad ali-
mentaria mediante la protección y conservación 
nacional de la tierra. 

Ponentes: 
Daira Galvis Méndez, Jaime Durán Barrera, 

Jorge Enrique Robledo Castillo,
Senadores de la República.

PLIEGO DE MODIFICACIONES
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 064 

DE 2012 SENADO
por medio de la cual se dictan medidas para 

garantizar la seguridad alimentaria mediante la 
protección y conservación nacional de la tierra.

El Congreso de la República de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. El objeto de la presente ley es im-
plementar medidas que garanticen la seguridad 
alimentaria, la soberanía nacional y eviten la con-
centración de la propiedad rural en personas jurí-
dicas y naturales extranjeras. 

Artículo 2°. La presente ley rige en todo el te-
rritorio nacional y debe ser aplicada por las auto-
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ridades nacionales, departamentales, distritales y 
municipales, con carácter de orden público. 

Artículo 3°. Para los efectos de la presente ley, 
entiéndase por tierras rurales los inmuebles aptos 
para actividades agrícola, ganaderas y forestales. 

Artículo 4°. Por tratarse la tierra de un recurso 
natural estratégico, escaso y esencial para el de-

de amparar la seguridad alimentaria, la soberanía 
nacional y el orden público del país, las personas 
jurídicas extranjeras, las personas naturales ex-
tranjeras, las personas jurídicas nacionales con 
participación societaria extranjera y las sociedades 
subordinadas a una persona jurídica extranjera, 
solo podrán tener, a cualquier título, el derecho 
de dominio, uso y/o goce de tierras rurales en los 
términos y las condiciones mencionadas en la pre-
sente ley. 

Parágrafo. Las sociedades anónimas que pre-
tendan tener, a cualquier título, el derecho de do-
minio, uso y/o goce de tierras rurales, deberán vi-
sibilizar a sus socios extranjeros, quienes en todo 
caso, deberán cumplir con las disposiciones de la 
presente ley. 

Artículo 5°. Las personas jurídicas de que trata 
el artículo 4° de la presente ley, solo podrán tener, 
a cualquier título, el derecho de dominio, uso y/o 
goce de tierras rurales si su objeto social está enca-
minado únicamente al desarrollo de proyectos de 
producción agrícola, ganadera o agroindustrial, en 
el porcentaje de extensión de tierra establecido en 
la presente ley. 

Artículo 6°. En cada municipio el Instituto 
-

les por clases agrológicas y úmero de 
hectáreas de cada una de estas clases. 

Parágrafo. Hasta que el Instituto Agustín Coda-
zzi cumpla con lo señalado en el presente artículo, 
las personas de que trata el artículo 4° de la presen-
te ley no podrán adquirir el derecho de dominio, 
uso y/o goce de tierras rurales. 

Artículo 7°. En un municipio, las personas de 
que trata el artículo 4° de la presente ley, no podrán 
tener, a cualquier título, el derecho de dominio, uso 
y/o goce de tierras rurales que superen los siguien-
tes porcentajes con respecto a la extensión total de 
las tierras de cada una de las clases agrológicas: 

1. En los municipios con una extensión total in-
ferior a quinientas mil (500.000) hectáreas:

Clase Agrológicas  Porcentaje 
Clase I, II, III y IV:  15% 
Clase V, VI, VII y VII: 20% 
Clase Agrológicas  Porcentaje 
Clase I, II, III y IV:  15% 
Clase V, VI, VII y VII: 20% 

2. En los municipios con una extensión total su-
perior a quinientas mil (500.000) hectáreas e infe-
rior a un millón (1.000.000) de hectáreas:

Clase Agrológicas  Porcentaje 
Clase I, II, III y IV:  10% 
Clase V, VI, VII y VII:  15% 
3. En los municipios con una extensión total su-

perior a un millón (1.000.000) de hectáreas:
Clase Agrológicas  Porcentaje 
Clase I, II, III y IV:  10% 
Clase V, VI, VII y VII:  15% 
Parágrafo. Las entidades territoriales y el Mi-

nisterio de Agricultura y Desarrollo Rural deberán 
 hectáreas los limites porcentuales de tie-

rra rural de que trata el presente artículo y expe-
dir un acto administrativo informando el hecho, el 

círculos, para que se abstengan de expedir las es-
crituras correspondientes, so pena de falta grave. 

registro e instrumentos públicos, quienes se abs-
tendrán de registrar las escrituras expedidas con 

Artículo 8°. Previo a la adquisición de los dere-
chos de propiedad, uso y/o goce sobre tierras rura-
les, las personas de que trata el artículo 4° estarán 
obligadas a: 

1. Demostrar que las tierras rurales serán usa-
das para un proyecto productivo. 

2. Acreditar que su domicilio y el de quienes 
tienen participación en ellas no se encuentra en un 
país que sea considerado por el Ministerio de Re-

3. Hacer pública su intención de adquirir los de-
rechos de propiedad, uso o goce sobre tierras rura-
les en un medio masivo de comunicación escrito y 
adelantar un proceso de socialización, en el depar-
tamento donde pretendan realizar el proyecto pro-
ductivo. Los proyectos que se pretendan adelantar 
en zonas que afecten comunidades étnicas, debe-
rán cumplir con el requisito de la consulta previa. 

Parágrafo 1°. Dentro de los seis meses siguien-
tes a la entrada en vigencia de la presente ley, el 
Ministerio de Relaciones Exteriores, deberá expe-

-
les. La omisión de este deber será considerada una 
falta gravísima. 

Parágrafo 2°. Dentro de los tres meses siguien-
tes a la entrada en vigencia de la presente ley, el 
Gobierno Nacional reglamentará el proceso de so-
cialización de que trata el numeral 3 del presente 
artículo. 

Artículo 9°. El Ministerio de Agricultura y De-

los requisitos señalados en la presente ley y deberá 
expedir un Acto Administrativo motivado que au-
torice a las personas de que trata el artículo 4° la 
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adquisición de los derechos de propiedad, uso y 
goce sobre tierras rurales. 

Dicha autorización es un requisito para la ins-
cripción en el registro de que trata el artículo 10 de 
la presente ley. En el proceso de registro no aplica-
ra el silencio administrativo positivo. 

Artículo 10. El Ministerio de Agricultura y De-
sarrollo Rural deberá implementar un Sistema de 
Registro Nacional de Tierras Rurales encargado de 
recolectar la información necesaria para dar cum-
plimiento a la presente ley. Previo a la adquisición 
del dominio, uso y/o goce de tierras rurales las per-
sonas de que trata el artículo 4° de la presente ley 
deberán inscribirse en este registro. 

Parágrafo. En los procesos de registro de que 
trata el presente artículo, no se aplicará el silencio 
administrativo positivo. 

Artículo 11. La escritura pública de adquisi-
ción inmobiliaria de tierras rurales por parte de 
las personas determinadas en el artículo 4° deberá 
contener como mínimo, el nombre, documento de 
identidad, nacionalidad del comprador y destina-
ción del predio. 

Los notarios de los diferentes círculos deberán 

Públicos, a su Entidad Territorial y al Ministerio 
de Agricultura y Desarrollo Rural la realización de 
la respectiva tradición con la información de que 
trata el presente artículo, so pena de falta grave. 

-
mentos Públicos deberá informar a la entidad te-
rritorial y al Ministerio de Agricultura y Desarrollo 
Rural los actos de registro de adquisición de bie-
nes rurales por parte de las personas de que trata el 
artículo 4° de la presente ley y la nacionalidad del 
adquirente. 

Artículo 13. Serán nulos de pleno derecho los 
negocios jurídicos que se realicen sin la observan-
cia plena de las disposiciones contenidas en la pre-
sente ley. 

Artículo 14. No se entenderá como inversión 
extranjera la adquisición o tenencia de inmuebles 
rurales en el territorio nacional. 

Artículo 15. En los casos en que ocurriere de-
sabastecimiento del mercado interno de alimentos 
o situación de crisis alimentaria declarada, el Go-
bierno Nacional podrá implementar las medidas 
que considere necesarias, para conjurarla, aten-
derla y garantizar la satisfacción de la seguridad 
alimentaria del país, incluyendo la disposición de 
los productos, alimentos o materias primas produ-
cidos en las áreas que se encuentren a cualquier 
título en uso y/o goce por parte de las personas a 

-
nes tendrán derecho al reconocimiento y pago del 
precio de ellos en los términos en que lo establezca 
el Gobierno Nacional. 

Artículo 16. Con recursos públicos no se po-
drán otorgar auxilios, incentivos, donaciones o 

-
nómico o en especie del sector agropecuario, a las 
personas de que trata el artículo 4° de la presente 
ley o a quienes actúen en su nombre y que tengan 
por destino el gasto o la inversión en tierras sobre 
las cuales hubieren obtenido el derecho de domi-
nio, uso y/o goce en los términos de la presente ley 
o a proyectos relacionados con ellas. 

Artículo 17. Las sociedades anónimas y las per-
sonas de que trata el artículo 4° de la presente ley. 
que tengan, a cualquier título, el derecho de domi-
nio uso y/o goce de predios rurales deberán mani-
festar esta situación al Ministerio de Agricultura y 
Desarrollo Rural dentro de los tres meses siguien-
tes a la fecha de entrada en vigencia de esta ley. 

Artículo 18. En ningún caso las personas na-
turales o jurídicas de que trata el artículo 4° de 
la presente ley podrán tener, a cualquier título, el 
derecho de dominio uso y/o goce de áreas de im-
portancia estratégica para la conservación y pro-
ducción de recursos hídricos, tales como grandes 
embalses, ambientes lénticos, arroyos, manantia-
les, estanques, llanuras de inundación, acuíferos, 

-
rantizar la seguridad alimentaria en los términos 
establecidos en la presente ley. 

Artículo 19. La presente ley rige a partir de su 
publicación, respeta los derechos adquiridos y de-
roga las disposiciones que le sean contrarias.

TEXTO PROPUESTO PARA SER CONSI-
DERADO EN SEGUNDO DEBATE

AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 064 
DE 2012 SENADO

por medio de la cual se dictan medidas para 
garantizar la seguridad alimentaria mediante la 
protección y conservación nacional de la tierra.

El Congreso de la República de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. El objeto de la presente ley es im-
plementar medidas que garanticen la seguridad 
alimentaria, la soberanía nacional y eviten la con-
centración de la propiedad rural en personas jurí-
dicas y naturales extranjeras. 

Artículo 2°. La presente ley rige en todo el te-
rritorio nacional y debe ser aplicada por las auto-
ridades nacionales, departamentales, distritales y 
municipales, con carácter de orden público. 

Artículo 3°. Para los efectos de la presente ley, 
entiéndase por tierras rurales los inmuebles aptos 
para actividades agrícola, ganaderas y forestales. 

Artículo 4°. Por tratarse la tierra de un recurso 
natural estratégico, escaso y esencial para el de-

de amparar la seguridad alimentaria, la soberanía 
nacional y el orden público del país, las personas 
jurídicas extranjeras, las personas naturales ex-
tranjeras, las personas jurídicas nacionales con 
participación societaria extranjera y las sociedades 
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subordinadas a una persona jurídica extranjera, 
solo podrán tener, a cualquier título, el derecho 
de dominio, uso y/o goce de tierras rurales en los 
términos y las condiciones mencionadas en la pre-
sente ley. 

Parágrafo. Las sociedades anónimas que pre-
tendan tener, a cualquier título, el derecho de do-
minio, uso y/o goce de tierras rurales, deberán vi-
sibilizar a sus socios extranjeros, quienes en todo 
caso, deberán cumplir con las disposiciones de la 
presente ley. 

Artículo 5°. Las personas jurídicas de que trata 
el artículo 4° de la presente ley, solo podrán tener, 
a cualquier título, el derecho de dominio, uso y/o 
goce de tierras rurales si su objeto social está enca-
minado únicamente al desarrollo de proyectos de 
producción agrícola, ganadera o agroindustrial, en 
el porcentaje de extensión de tierra establecido en 
la presente ley. 

Artículo 6°. En cada municipio el Instituto 
-

les por clases agrológicas y 
hectáreas de cada una de estas clases. 

Parágrafo. Hasta que el Instituto Agustín Coda-
zzi cumpla con lo señalado en el presente artículo, 
las personas de que trata el artículo 4° de la presen-
te ley no podrán adquirir el derecho de dominio, 
uso y/o goce de tierras rurales. 

Artículo 7°. En un municipio, las personas de 
que trata el artículo 4° de la presente ley, no podrán 
tener, a cualquier título, el derecho de dominio, uso 
y/o goce de tierras rurales que superen los siguien-
tes porcentajes con respecto a la extensión total de 
las tierras de cada una de las clases agrológicas: 

1. En los municipios con una extensión total in-
ferior a quinientas mil (500.000) hectáreas:

Clase Agrológicas  Porcentaje 
Clase I, II, III y IV:  15% 
Clase V, VI, VII y VII: 20% 
Clase Agrológicas  Porcentaje 
Clase I, II, III y IV:  15% 
Clase V, VI, VII y VII: 20% 
2. En los municipios con una extensión total su-

perior a quinientas mil (500.000) hectáreas e infe-
rior a un millón (1.000.000) de hectáreas:

Clase Agrológicas  Porcentaje 
Clase I, II, III y IV:  10% 
Clase V, VI, VII y VII:  15% 
3. En los municipios con una extensión total su-

perior a un millón (1.000.000) de hectáreas:
Clase Agrológicas  Porcentaje 
Clase I, II, III y IV:  10% 
Clase V, VI, VII y VII:  15% 

Parágrafo. Las entidades territoriales y el Mi-
nisterio de Agricultura y Desarrollo Rural deberán 

-
rra rural de que trata el presente artículo y expe-
dir un acto administrativo informando el hecho, el 

círculos, para que se abstengan de expedir las es-
crituras correspondientes, so pena de falta grave. 

registro e instrumentos públicos, quienes se abs-
tendrán de registrar las escrituras expedidas con 

Artículo 8°. Previo a la adquisición de los dere-
chos de propiedad, uso y/o goce sobre tierras rura-
les, las personas de que trata el artículo 4° estarán 
obligadas a: 

1. Demostrar que las tierras rurales serán usa-
das para un proyecto productivo. 

2. Acreditar que su domicilio y el de quienes 
tienen participación en ellas no se encuentra en un 
país que sea considerado por el Ministerio de Re-

3. Hacer pública su intención de adquirir los de-
rechos de propiedad, uso o goce sobre tierras rura-
les en un medio masivo de comunicación escrito y 
adelantar un proceso de socialización, en el depar-
tamento donde pretendan realizar el proyecto pro-
ductivo. Los proyectos que se pretendan adelantar 
en zonas que afecten comunidades étnicas, debe-
rán cumplir con el requisito de la consulta previa. 

Parágrafo 1°. Dentro de los seis meses siguien-
tes a la entrada en vigencia de la presente ley, el 
Ministerio de Relaciones Exteriores, deberá expe-

-
les. La omisión de este deber será considerada una 
falta gravísima. 

Parágrafo 2°. Dentro de los tres meses siguien-
tes a la entrada en vigencia de la presente ley, el 
Gobierno Nacional reglamentará el proceso de so-
cialización de que trata el numeral 3 del presente 
artículo. 

Artículo 9°. El Ministerio de Agricultura y De-

los requisitos señalados en la presente ley y deberá 
expedir un Acto Administrativo motivado que au-
torice a las personas de que trata el artículo 4° la 
adquisición de los derechos de propiedad, uso y 
goce sobre tierras rurales. 

Dicha autorización es un requisito para la ins-
cripción en el registro de que trata el artículo 10 de 
la presente ley. En el proceso de registro no aplica-
ra el silencio administrativo positivo. 

Artículo 10. El Ministerio de Agricultura y De-
sarrollo Rural deberá implementar un Sistema de 
Registro Nacional de Tierras Rurales encargado de 
recolectar la información necesaria para dar cum-
plimiento a la presente ley. Previo a la adquisición 
del dominio, uso y/o goce de tierras rurales las per-
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sonas de que trata el artículo 4° de la presente ley 
deberán inscribirse en este registro. 

Parágrafo. En los procesos de registro de que 
trata el presente artículo, no se aplicará el silencio 
administrativo positivo. 

Artículo 11. La escritura pública de adquisi-
ción inmobiliaria de tierras rurales por parte de 
las personas determinadas en el artículo 4° deberá 
contener como mínimo, el nombre, documento de 
identidad, nacionalidad del comprador y destina-
ción del predio. 

Los notarios de los diferentes círculos deberán 

Públicos, a su Entidad Territorial y al Ministerio 
de Agricultura y Desarrollo Rural la realización de 
la respectiva tradición con la información de que 
trata el presente artículo, so pena de falta grave. 

-
mentos Públicos deberá informar a la entidad te-
rritorial y al Ministerio de Agricultura y Desarrollo 
Rural los actos de registro de adquisición de bie-
nes rurales por parte de las personas de que trata el 
artículo 4° de la presente ley y la nacionalidad del 
adquirente. 

Artículo 13. Serán nulos de pleno derecho los 
negocios jurídicos que se realicen sin la observan-
cia plena de las disposiciones contenidas en la pre-
sente ley. 

Artículo 14. No se entenderá como inversión 
extranjera la adquisición o tenencia de inmuebles 
rurales en el territorio nacional. 

Artículo 15. En los casos en que ocurriere de-
sabastecimiento del mercado interno de alimentos 
o situación de crisis alimentaria declarada, el Go-
bierno Nacional podrá implementar las medidas 
que considere necesarias, para conjurarla, aten-
derla y garantizar la satisfacción de la seguridad 
alimentaria del país, incluyendo la disposición de 
los productos, alimentos o materias primas produ-
cidos en las áreas que se encuentren a cualquier 
título en uso y/o goce por parte de las personas a 

-
nes tendrán derecho al reconocimiento y pago del 
precio de ellos en los términos en que lo establezca 
el Gobierno Nacional. 

Artículo 16. Con recursos públicos no se po-
drán otorgar auxilios, incentivos, donaciones o 

-
nómico o en especie del sector agropecuario, a las 
personas de que trata el artículo 4° de la presente 
ley o a quienes actúen en su nombre y que tengan 
por destino el gasto o la inversión en tierras sobre 
las cuales hubieren obtenido el derecho de domi-
nio, uso y/o goce en los términos de la presente ley 
o a proyectos relacionados con ellas. 

Artículo 17. Las sociedades anónimas y las per-
sonas de que trata el artículo 4° de la presente ley. 
que tengan, a cualquier título, el derecho de domi-
nio uso y/o goce de predios rurales deberán mani-

festar esta situación al Ministerio de Agricultura y 
Desarrollo Rural dentro de los tres meses siguien-
tes a la fecha de entrada en vigencia de esta ley. 

Artículo 18. En ningún caso las personas na-
turales o jurídicas de que trata el artículo 4° de 
la presente ley podrán tener, a cualquier título, el 
derecho de dominio uso y/o goce de áreas de im-
portancia estratégica para la conservación y pro-
ducción de recursos hídricos, tales como grandes 
embalses, ambientes lénticos, arroyos, manantia-
les, estanques, llanuras de inundación, acuíferos, 

-
rantizar la seguridad alimentaria en los términos 
establecidos en la presente ley. 

Artículo 19. La presente ley rige a partir de su 
publicación, respeta los derechos adquiridos y de-
roga las disposiciones que le sean contrarias.

Ponentes: 
Daira Galvis Méndez, Jaime Durán Barrera, 

Jorge Enrique Robledo Castillo,
Senadores de la República.

TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN 
PRIMER DEBATE POR LA COMISIÓN 

QUINTA CONSTITUCIONAL PERMANEN-
TE DEL HONORABLE SENADO DE LA 

REPÚBLICA DEL PROYECTO DE LEY NÚ-
MERO 64 DE 2012

por medio de la cual se dictan medidas para 
garantizar la seguridad alimentaria mediante la 
protección y conservación nacional de la tierra.

El Congreso de la República de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Objeto. El objeto de la presente ley 
es la implementación de medidas que garanticen 
la disponibilidad sostenible de alimento en todo el 
territorio colombiano. 

Artículo 2°. Aplicación. La presente ley rige en 
todo el territorio nacional y debe ser aplicada por 
las autoridades nacionales, departamentales, distri-
tales y municipales con carácter de orden público. 

Artículo 3°. Entiéndase por recurso natural es-
tratégico, todo recurso natural que actual o poten-
cialmente es vital para el desarrollo de la actividad 
económica o para el mantenimiento de la calidad 
de vida del país. 

Artículo 4°. Por tratarse la tierra de un recurso 
natural estratégico, escaso y esencial para el de-

de amparar la seguridad alimentaria y el orden 
público del país, las personas jurídicas extranje-
ras o personas naturales extranjeras y las personas 
jurídicas nacionales con participación societaria 
extranjera, solo podrán tener, a cualquier título, el 
derecho al uso y/o goce de propiedades rurales en 
los términos y las condiciones mencionadas en la 
presente ley. 
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Parágrafo. Las sociedades anónimas que pre-
tendan tener, a cualquier título, el derecho al uso 
y/o goce de propiedades rurales, deberán visibili-
zar a sus socios extranjeros, quienes en todo caso, 
deberán cumplir con las disposiciones de la pre-
sente ley. 

Artículo 5°. Las personas jurídicas de que trata 
el artículo 4º de la presente ley, solo podrán tener, 
a cualquier título, el derecho al uso y/o goce de 
propiedades rurales si su objeto social está enca-
minado únicamente a la construcción de proyectos 
de producción agrícola, ganadero, agroindustrial 
en el porcentaje de extensión de tierra establecido 
en la presente ley. 

Artículo 6°. Conforme a lo dispuesto en el ar-
tículo anterior, en ningún caso, se permitirá tener 
a cualquier título el derecho al uso y/o goce de 
más del 15% de extensión de tierra rural, de un 
municipio, por parte de las personas de que trata 
el artículo 4º de la presente ley. En todo caso los 
derechos que se otorgaren sobre áreas rurales en 
virtud de lo dispuesto en el presente artículo, que 
no sean incorporadas a la producción agropecuaria 
o ambiental en un lapso no superior a los doce (12) 
meses siguientes a la formalización de esos dere-
chos podrán ser revocados. El Gobierno Nacional 
reglamentará el procedimiento. 

Parágrafo 1°. Las personas de una misma na-
cionalidad extranjera no podrán tener el derecho 
al uso y/o goce de más del 4.5% de extensión de 
tierra rural, de un municipio. 

Parágrafo 2°. Para los municipios de mayor ex-
tensión, el Gobierno Nacional mediante decreto 
motivado podrá establecer un límite en hectáreas 
inferior al determinado en el presente artículo, 
consultando la productividad, el uso de la tierra y 
las unidades agrícolas familiares de cada munici-
pio. 

Artículo 7°. En ningún caso las personas natu-
rales o jurídicas de que trata el artículo 4° de la 
presente ley podrán tener, a cualquier título, el 
derecho al uso y/o goce de áreas de importancia 
estratégica para la conservación y producción de 
recursos hídricos, tales como grandes embalses, 
ambientes lénticos, arroyos, manantiales, estan-
ques, llanuras de inundación, acuíferos, acuitardos, 

seguridad alimentaria en los términos establecidos 
en la presente ley. Tampoco podrá otorgarse de-
recho alguno sobre cualquier estructura ecológica 
que haga parte del área rural objeto de la tenencia 
o de su sistema. 

Artículo 8°. Las sociedades anónimas y las per-
sonas de que trata el artículo 4° de la presente ley, 
que tengan, a cualquier título, el derecho al uso y/o 
goce de predios rurales deberán manifestar esta si-
tuación al Ministerio de Agricultura y Desarrollo 
Rural dentro de los 3 meses siguientes a la fecha 
de entrada en vigencia de esta ley. 

Artículo 9°. El Ministerio de Agricultura y De-

los requisitos señalados en la presente ley y deberá 
expedir un Acto Administrativo motivado que au-
torice a las personas de que trata el artículo 4° la 
adquisición de los derechos de propiedad, uso y 
goce sobre tierras aptas para uso agrícola, ganade-
ro y forestal. 

Dicha autorización es un requisito para la ins-
cripción en el registro de que trata el artículo 13 de 
la presente ley. En el proceso de registro no aplica-
ra el silencio administrativo positivo. 

Artículo 10. La escritura pública de adquisi-
ción inmobiliaria de predios rurales por parte de 
las personas determinadas en el artículo 4° deberá 
contener como mínimo, el nombre, documento de 
identidad, nacionalidad del comprador y destina-
ción del predio. 

Los notarios de los diferentes círculos deberán 

Públicos, a su Entidad Territorial y al Ministerio 
de Agricultura y Desarrollo Rural la realización de 
la respectiva tradición con la información de que 
trata el presente artículo, so pena de falta grave. 

-
mentos Públicos deberá informar a la entidad te-
rritorial y al Ministerio de Agricultura y Desarrollo 
Rural los actos de registro de adquisición de bie-
nes rurales por parte de las personas de que trata el 
artículo 4° de la presente ley y la nacionalidad del 
adquirente. 

Artículo 12. La entidad territorial y el Ministe-
rio de Agricultura y Desarrollo Rural deberán de-
tectar el límite porcentual de tierra rural de que tra-
ta el artículo 6° de la presente ley y expedir un acto 
administrativo informando el hecho, el cual será 

para que se abstengan de expedir las escrituras co-
rrespondientes, so pena de falta grave.

registro e Instrumentos Públicos, quienes se abs-
tendrán de registrar las escrituras expedidas con 

Artículo 13. El Ministerio de Agricultura y De-
sarrollo Rural deberá implementar un Sistema de 
Registro Nacional de Tierras Rurales encargado de 
recolectar la información necesaria para dar cum-
plimiento a la presente ley. 

Artículo 14. No se entenderá como inversión 
extranjera la adquisición o tenencia de propieda-
des rurales en el territorio nacional. 

Artículo 15. En los casos en que ocurriere de-
sabastecimiento del mercado interno de alimentos 
o situación de crisis alimentaria declarada, el Go-
bierno Nacional podrá implementar las medidas 
que considere necesarias, para conjurarla, aten-
derla y garantizar la satisfacción de la seguridad 
alimentaria del país, incluyendo la disposición de 
los productos, alimentos o materias primas produ-
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cidos en las áreas que se encuentren a cualquier 
título en uso y/o goce por parte de las personas a 

-
nes tendrán derecho al reconocimiento y pago del 
precio de ellos en los términos en que lo establezca 
el Gobierno Nacional.

Artículo 16. Serán nulos de pleno derecho los 
negocios jurídicos que se realicen sin la observan-
cia plena de las disposiciones contenidas en la pre-
sente ley. 

Artículo 17. No podrán otorgarse auxilios, in-
centivos, donaciones o cualquier otra clase de be-

-
cursos que tengan origen en fondos o presupuestos 

agropecuario, a las personas de que trata el artículo 
4° de la presente ley o a quienes actúen en su nom-
bre y que tengan por destino el gasto o la inver-
sión en tierras sobre las cuales hubieren obtenido 
el derecho al uso y/o goce en los términos de la 
presente ley o a proyectos relacionados con ellas. 

Artículo 18. Previo a la adquisición de los dere-
chos de propiedad, uso y/o goce sobre tierras aptas 
para actividades agrícolas, ganaderas y forestales, 
las personas de que trata el artículo 4º estarán obli-
gadas a: 

1. Demostrar que las tierras rurales serán usa-
das para un proyecto productivo. 

2. Acreditar que su domicilio y el de quienes 
tienen participación en ellas no se encuentra en un 
país que sea considerado por el Ministerio de Re-

3. Hacer pública su intención de adquirir los 
derechos de propiedad, uso o goce sobre tierras 
rurales en un medio masivo de comunicación es-
crito y adelantar un proceso de socialización, en el 
departamento donde pretendan realizar el proyecto 
productivo. 

El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural 
-

tos previa la inscripción en el registro de que trata 
el artículo 13 de la presente ley. 

Parágrafo 1º. Dentro de los 30 días siguientes a 
la entrada en vigencia de la presente ley, el Minis-
terio de Relaciones Exteriores, deberá expedir un 

omisión de este deber será considerada una falta 
gravísima. 

Parágrafo 2° Dentro de los 3 meses siguientes a 
la entrada en vigencia de la presente ley, el Gobier-
no Nacional reglamentará el proceso de socializa-
ción de que trata el numeral 3 del presente artículo. 

Artículo 19. La presente ley rige a partir de su 
publicación, respeta los derechos adquiridos y de-
roga las disposiciones que le sean contrarias. 

En los anteriores términos fue aprobado en pri-
mer debate el Proyecto de ley número 64 de 2012 
Senado, por medio de la cual se dictan medidas 

para garantizar la seguridad alimentaria median-
te la protección y conservación nacional de la tie-
rra en sesiones del veintiuno (21), veintisiete (27) 
de noviembre y cuatro (4) de diciembre de dos mil 
doce (2012). 

Ponentes

FE DE ERRATAS

FE DE ERRATAS AL PROYECTO DE 
LEY NÚMERO 017 DE 2010 SENADO, 277 

DE 2011 CÁMARA
por la cual se establecen los lineamientos para 

la adopción de una política pública de gestión in-
tegral de Residuos de Aparatos Eléctricos y Elec-
trónicos (RAEE), y se dictan otras disposiciones. 

Bogotá, D. C., abril 2013
Doctor 
ROY LEONARDO BARRERAS MONTEA-

LEGRE 
Presidente 
Honorable Senado de la República 
Doctor 
AUGUSTO POSADA SÁNCHEZ 
Presidente 
Honorable Cámara de Representantes 
Ciudad 
FE DE ERRATAS
Los suscritos miembros de la Comisión Acci-

dental que estudió las objeciones presentadas por 
el Ejecutivo al Proyecto de ley número 017 de 
2010 Senado, 277 de 2011 Cámara, por la cual 
se establecen los lineamientos para la adopción 
de una política pública de gestión integral de 
Residuos de Aparatos Eléctricos y Electrónicos 
(RAEE), y se dictan otras disposiciones, procede-
mos a elaborar Fe de Erratas teniendo en cuenta 
los errores de transcripción presentados al texto 
publicado en las Gacetas correspondientes, trans-
cribiendo en primera instancia los artículos con 
errores y acto seguido como debieron quedar toda 
vez que fueron aprobados en la respectiva Comi-
sión de Conciliación tanto en Plenaria de la Cáma-
ra de Representantes como en Plenaria del Senado, 
bajo los siguientes términos:
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Artículo 4°
numeral i).

Con error: Productor: Cualquier persona natu-
ral o jurídica que, con independencia de la técnica 
de venta utilizada, incluidas la venta a distancia o 
la electrónica:

i) Fabrique aparatos eléctricos y electrónicos 
con marcas propias;

Por error involuntario de transcripción se inclu-
yó la expresión “con marcas propias” habiéndose 
aprobado en Cámara de Representantes sin esta, 
cuyo texto fue acogido en su totalidad, el cual que-
dó de la siguiente manera:

El artículo 4° en el ítem de Productor debe que-
dar así:

Productor: Cualquier persona natural o jurídi-
ca que, con independencia de la técnica de venta 
utilizada, incluidas la venta a distancia o la elec-
trónica:

i) Fabrique aparatos eléctricos y electrónicos;
ii) Importe aparatos eléctricos y electrónicos, o
iii) Arme o ensamble equipos sobre la base de 

componentes de múltiples productores;
iv) Introduzca al territorio nacional aparatos 

eléctricos y electrónicos;
v) Remanufacture aparatos eléctricos y electró-

nicos de su propia marca o remanufacture marcas 
de terceros no vinculados con él, en cuyo caso es-
tampa su marca, siempre que se realice con ánimo 
de lucro o ejercicio de actividad comercial.

Parágrafo. Cuando se pongan en el mercado 
AEE con marcas propias a pesar de ser fabricados 
por terceros, deberá incluirse el nombre del pro-
ductor, so pena de asumir dicha calidad.

En el artículo 4°
de Aparatos Eléctricos y Electrónicos (RAEE), 
debe quedar así:

Artículo 4°. 
Residuos de Aparatos Eléctricos y Electrónicos 

(RAEE):
Residuos de Aparatos Eléctricos y Electrónicos 

(RAEE): Son los aparatos eléctricos o electróni-
cos en el momento en que se desechan o descar-
tan. Este término comprende todos aquellos com-
ponentes, consumibles y subconjuntos que forman 
parte del producto en el momento en que se des-
echa, salvo que individualmente sean considerados 
peligrosos, caso en el cual recibirán el tratamiento 
previsto para tales residuos.

4° consta un título que reza: “JUSTIFICACIÓN A 

de productor, por considerarse que la misma, como 
se aprobó en Plenaria de Senado, reviste de esa ca-
lidad, tanto a los generadores como a los comer-
cializadores, cuestión que no se compadece con la 
responsabilidad ambiental que corresponde a cada 
uno de los actores en el marco de sus competen-
cias.” Este inciso es parte integral de la exposición 
de motivos y no del articulado, por lo tanto debe 

Del mismo modo, es preciso aclarar que las ob-
jeciones formuladas por Presidencia de la Repú-
blica, fueron acogidas por ambas por Senado de 
la República y Cámara de Representantes en res-
pectivas Sesiones de Plenaria, acogiendo el texto 
aprobado en Plenaria de la Cámara de Represen-
tantes.
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